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Continúa la consideración de los antecedentes remi.- 
“Montevidco, 5 de noviembre de 1993, tidos por la Junta Departamental de Montevideo invo- 
cando el artículo 209 de la Constitución, referidos a lo 
La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraordi- actuado por el Tribunal de Cuentas de la República, 
naria, el próximo martes 9, a la hora 17 y 30, a fin de conside- sobre el subsidio al transporte colectivo urbano de pasa- 


rar el siguiente jeros. 
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(Carp. N* 58/93 - Rep. N” 31/93, Anexos I, IL, JH, IV 
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LOS SECRETARIOS 


Disposiciones del Reglamento de la Asamblea Ge- 
neral relacionadas con el llamado a sala: 


“Artículo 27. - Diez minutos antes de la hora señía- 
lada en la citación, la Secretaría ordenará llamar a sala a 
los legisladores, y al llegar la hora, se abrirá el acto”. 


“Artículo 32. - El quórum para sesionar será, siem- 
pre, de la mitad más uno del total de miembros de cada 
una de las Cámaras. En cualquier momento que falte el 
quórum, se suspenderá la sesión, llamándose a sala du- 
rante un minuto; sí no se reintegra el número de legisla- 
dores necesarios, se levantará la sesión. 


Si en la tercera citación con el mismo orden del día 
no hubiere dicho quórum, los miembros asistentes, cual- 
quiera sea su número, podrán compeler a Jos ausentes, 
votando una nueva convocatoria; las mociones que se 
presenten se leerán y se votarán por el orden de su 
presentación, no pudiendo hablarse sobre las mismas 
salvo para fundar el voto (artículo 76)”. 


“Artículo 33. - Si se proclama falta de quórum para 
sesionar, se dará por terminado el acto inmediatamente, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para 
el caso de tercera citación, con el mismo orden del día. 
Si se declara abierta la sesión, se pasará a considerar el 


23? 


orden del día”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alvaro Alonso Tellechea, 
Ernesto Amorín Larrañaga, Mariano Arana, Danilo Astori, 
Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Federico Bouza, Carlos 
Bouzas, Leopoldo Bruera, Enrique Cadenas Boix, Carlos 
Cassina, Wilson Elso Goñi, Reinaldo Gargano, Bari Gonzá- 
lez Modernell, Julio C. Grenno, Tabaré Hackenbruch, Dan- 
te Irurtia, José Korzeniak, Daoiz Librán Bonino, Pablo Mi- 
llor, Carlos Julio Pereyra, Jaime Pérez, María Celia Priore, 
Américo Ricaldoni, Walter Santoro, Jorge Silveira Zavala, 
Omar Urioste y Alberto Zumarán; y, los señores represen- 
tantes Guillermo Alvarez, Agapito Alvarez Viera, Juan Jus- 
to Amaro, Oscar Amorín Supparo, Néstor H. Andrade, Luis 
Alberto Andriolo, Marcelo Antonaccio, Alejandro Atchuga- 
rry, Juan Carlos Ayala, Javier Barrios Anza, José Bayardi, 
Carmen Beramendi, Carlos Bertacchi, Thelman Borges, Fe- 
derico Bosch, Mario Cantón, Cayetano Capeche, Gonzalo 
Carámbula, Silvio Cardoso, Jorge Conde Montes de Oca, 
Hugo Cores, Jorge Coronel Nieto, Alberto Couriel, Wilson 
Craviotto, Luis A. Curbelo, Jorge Chápper, Guillermo Chi- 
fflet, Eber Da Rosa Vázquez, Félix de Carlos, Daniel H. 
Delgado Sicco, José E. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Antonio 
Escanellas, Yamandú Fau, Otto Fernández, Juan Raúl Fe- 
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rreira, Mitil Ferreira, Luis Alberto Ferrizo, Carlos M. Ga- 
rat, Alem García, Daniel García Pintos, Humberto Gonzá- 
lez Perla, Ramón Guadalupe, Antonio Guerra Caraballo, 
Juan Manuel Gutiérrez, Felipe Haedo Harley, Luis Alberto 
Heber, Arturo Heber Fúllgraff, Carlos Hernández, Luis A. 
Hierro López, Doreen Javier Ibarra, Nereo Felipe Lateula- 
de, Ramón Legnani, Oscar Lenzi, León Lev, José Losada, 
Jorge Machiñena, Luis Eduardo Mallo, Ruben Martínez 
Huelmo, Abayubá Martorell Librán, Edén Melo Santa Ma- 
rina, Mario Mesa, Rafael Michelini, Ricardo Molinelli, An- 
tonio Morell, Francisco Ortiz, Agapo Luis Palomeque, He- 
ber Pinto, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis B. Pozzolo, 
Sergio Previtali, Baltasar Prieto, Walter Riesgo, Ricardo 
Rocha Imaz, Ambrosio Rodríguez, A, Francisco Rodríguez 
Camusso, Matilde Rodríguez de Gutiérrez, Ricardo Rosa, 
María Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sanabria, Rafael 
Sanseviero, Helios Sarthou, Edison Sedarri Luaces, Aldorio 
Silveira, Juan Adolfo Singer, Heriberto Sosa Acosta, Gui- 
llermo Stirling, Nicolás Storace Montes, Carlos Suárez Le- 
rena, Pedro Suárez Lorenzo, Armando Tavares, Jaime Ma- 
río Trobo, Roberto Vázquez Platero y Raúl Vidart. 


FALTAN: con licencia, el señor senador Carlos W, Ci- 
gliuti, y los señores representantes Luis Batlle Bertolini, Ta- 
baré Caputi, Marcos Carámbula, Héctor Lescano, Oscar 
Magurno, Néstor Moreira Graña, Ramón Pereira Pabén y 
Gonzalo Piana Effínger; con aviso, el señor senador Walter 
Belvisi, y los señores representantes Alvaro Carbone, Alba E. 
Osores de Lanza, Diana Saravia Olmos y Andrés Toriani. 
Sin aviso, el señor senador Raumar Jude. 


3) ANTECEDENTES REMITIDOS POR LA JUNTA DE- 
PARTAMENTAL DE MONTEVIDEO INVOCANDO EL 
ARTICULO 209 DE LA CONSTITUCION, REFERIDOS 
A LO ACTUADO POR EL TRIBUNAL DE CUENTAS 
DE LA REPUBLICA, SOBRE EL SUBSIDIO AL 
TRANSPORTE COLECTIVO URBANO DE PASAJE- 
ROS. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 31 minutos) 


-El único punto del orden del día consiste en la considera- 
ción de los antecedentes remitidos por la Junta Departamental 
de Montevideo, invocando el artículo 209 de la Constitución, 
en referencia a lo actuado por el Tribunal de Cuentas de la 
República sobre el subsidio al transporte colectivo urbano de 
pasajeros. 


(Antecedentes: ver 17a. A.G.) 


-Continúan en consideración los informes en mayoría y en 
minoría. 


Antes de conceder la palabra, solicito que se haga silencio 
en Sala a los efectos de poder escuchar al orador. 


Tiene la palabra el señor legistador Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Señor presidente: antes de desarrollar 
nuestra posición conceptual sobre el tema a consideración de la 
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Asamblea General, queremos anunciar nuestro voto personal 
que representa la voluntad de toda la bancada parlamentaria 
de la Unión Colorada y Batllista. En ese sentido debo decir 
que junto con cl señor representante nacional Amorín Suppa- 
ro -también integrante de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de este Cuerpo- hemos compartido el informe mayorita- 
rio cn virtud del cual se aconseja a esta Asamblea General, la 
desestimación de la denuncia formulada por la Junta Departa- 
mental de Montevideo, manifestando, al mismo tiempo, nues- 
tra solidaridad con las actuaciones cumplidas por el Tribunal 
de Cuentas de la República. Además, deseamos expresar nues- 
tra confianza personal en los señores ministros que integran ese 
alto Cuerpo. 


Por mi parte, quiero manifestar que me he sentido represen- 
tado, en cuanto a mi pensamiento acerca del tema que aborda 
la Asamblea General, por la conceptuosa, valiente y extraordi- 
naría exposición formulada en sala por el señor presidente de la 
Comisión de Constitución y Legislación de este Cuerpo, el 
señor representante nacional, Luis Eduardo Mallo. A través de 
sus conceptos, expresados desde el punto de vista jurídico, se 
han sintetizado los argumentos que de alguna manera trataré de 
ampliar y que fundamentan la desestimación del comporta- 
miento de la Junta Departamental de Montevideo; asimismo 
haré público nuestro total, pleno y conceptual apoyo a los pro- 
cedimientos llevados a cabo por el Tribunal de Cuentas de la 
República. 


Por otro lado, señor presidente, me parece oportuno formu- 
lar algunas puntualizaciones que hacen al tema que está abor- 
dando la Asamblea General, el cual supone un planteamiento 
totalmente inusual. A diferencia de lo que ha ocurrido durante 
toda la historia institucional de la República, en este momento 
no nos encontramos en presencia de una discrepancia entre el 
Tribunal de Cuentas -Órgano constitucionalmente encargado de 
controlar las cuentas de todos los organismos estatales- y un 
organismo público. En lo personal, puedo decir que por prime- 
ra vez el Tribunal de Cuentas no enfrenta su planteamiento, su 
posición, su dictamen únicamente a un organismo del Estado, 
sino que los hechos interpretados con toda claridad -tal como 
se ha puesto de manifiesto en sala- muestran... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señores legisladores: debido al 
murmullo que hay en sala no es posible escuchar al orador, lo 
que constituye una falta de respeto. Comprendo que todos co- 
nocemos de sobra el tema que se está considerando y también 
entiendo que todos deseamos llegar a una resolución final. No 
obstante, tenemos el deber de escuchar a nuestros colegas. 


Puede proseguir el señor legislador Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Como decía, el planteamiento que 
aborda la Asamblea General tiene algunas características com- 
pletamente diferenciadas de lo que han sido, a lo largo de 
muchos decenios, los dictámenes del Tribunal de Cuentas. Ási- 
mismo, manifesté que en lugar de un enfrentamiento de com- 
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petencias entre el Tribunal de Cuentas y un organismo del 
Estado, en este caso se ha dado por añadidura el enfrentamien- 
to entre el citado organo y una colectividad política, que como 
una corporación, a través de todos sus representantes en los 
organismos competentes, ha salido al cruce de lo actuado por 
aquél, 


Por otra parte, existe otra característica peculiar del hecho 
que tiene a consideración este Cuerpo. En virtud de una clara 
estrategia de signo político se ha revertido la situación. Ya no 
tenemos solamente el dictamen del Tribunal de Cuentas seña- 
lando irregularidades en el comportamiento administrativo de 
un órgano del Estado, sino que éste, utilizando un pretexto o 
más bien un subierfugio -como demostraremos más adelante y 
que creo ha quedado evidenciado en sala- ha revertido la situa- 
ción, es decir, que el órgano observado -o sus correligionarios 
integrantes de la Junta Departamental- resuelve invertir los he- 
chos. En lugar de analizar -como corresponde- como órgano 
deliberante con facultades constitucionales de contralor, hábil- 
mente, entre comillas, repito, revierte la situación, utilizando 
como pretexto una denuncia penal que como ha quedado claro - 
un sala, no tiene fundamento alguno. Se trata de una denuncia 
infundada y hasta diría -sin ánimo de ofender- totalmente gra- 
tuita, mediante la cual se coloca en el banquillo de los acusados 
a los miembros del Tribunal de Cuentas. Por sí esto fuera poco, 
tampoco se cuenta con elementos suficientes, ya que los esgri- 
midos son absolutamente inconsistentes e irrelevantes, Sin em- 
bargo, es con esta base que se pretende poner en funcionamien- 
to, nada más ni nada menos, que el mecanismo previsto en el 
artículo 209 de la Carta, acusando al Tribunal de Cuentas de 
eventuales delitos, omisión o ineptitud. Asimismo, entiendo 
que a diferencia de las discrepancias que hemos visto a lo largo 
de la historia institucional del país en materia de dictámenes 
del Tribunal de Cuentas, en este caso el órgano observado, que 
cuenta con la mayoría de integrantes en la Junta Departamen- 
tal, lo agravia denunciándolo ante la justicia penal y poniendo 
en funcionamiento el mecanismo previsto en el artículo 209 de 
la Constitución que habilita a la Asamblea General a destituir a 
los señores ministros del citado Cuerpo en caso de haber incu- 
rrido en delito, omisión o ineptilud. 


Por mi parte, señor presidente, como miembro de un Cuer- 
po que debe pronunciarse estrictamente por razones de legali- 
dad, espero no evadirme del tema en cuestión. Además, prome- 
to ala Asamblea General -y a mí mismo- que cada uno de los 
juicios que vierta y las calificaciones por las cuales me haga 
responsable, surgirán de los hechos que voy a analizar, 


El episodio, señor presidente, comienza con una solicitud 
de la Junta Departamental de Montevideo al Tribunal de Cuen- 
tas, con respecto a una serie de actuaciones administrativas de 
esc gobierno departamental. El Tribunal de Cuentas, en ejerci- 
cio de su competencia, se abocó a un largo, dilatado, profundo 
y responsable dictamen que envió a la Junta Departamental. 
Este órgano, en uso de sus facultades de contralor -siendo co- 
rrecto y legítimo el envío- sobre el gobierno departamental 
capitalino, recibe el dictamen y resuelve la siluación a través 
de una nota de fecha 4 de mayo de 1993, que a su vez eleva a 
la Asamblea Gencral. 
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La Junta Departamental había recibido el dictamen profuso, 
fundado, extenso, fruto de múltiples actuaciones del Tribunal 
de Cuentas y sobre la base de que ha habido una circunstancia, 
una incoherencia -según nota de 4 de mayo de 1993- incompa- 
tible con la autenticidad del documento prescindió de asumir 
toda medida de contralor sobre el gobierno departamental. Re- 
cordarán los señores legisladores que se trata de un docu- 
mento fechado el 11 de diciembre de 1992, que por razones 
que luego fueron legítima y razonablemente explicadas por los 
ministros del Tribunal de Cuentas en la Comisión de la Asam- 
blea General, se cometió el error de invocar resoluciones de 
enero y febrero de 1993. Sobre la base de ese pretexto, la Junta 
Departamental de Montevideo resuelve prescindir del análisis 
de todas las irregularidades señaladas en el informe del Tribu- 
nal de Cuentas y decide hacer dos cosas. La primera -que está 
en el numeral segundo de la parte dispositiva de la nota eleva- 
da a la Asamblea General por la Junta Departamental- remitir 
copia autenticada de estos antecedentes a la Justicia Penal; y la 
segunda, remitir copia autenticada de estos antecedentes a la 
Asamblea General, en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 209 de la Constitución de la República. 


A partir de este momento -ruego la atención de los miem- 
bros del Cuerpo- quiero que se advierta cuáles pudieron haber 
sido los fundamentos para deducir la denuncia penal que pro- 
mueve la Junta Departamental contra le Tribunal de Cuentas y 
sus integrantes. 


La nota de la Junta Departamental del 4 de mayo de 1993 
-como lo destacamos en ocasión de la comparecencia de los 
ediles de la mayoría frenteamplista del departamento de Mon- 
tevideo- no contiene el más mínimo fundamento que permita 
realizar una denuncia penal, ni siquiera se invoca el artículo 
177 del Código Penal, que obliga a los funcionarios a denun- 
ciar los delitos que se cometan en su repartición o cuyos efec- 
tos ésta experimente particularmente. 


En la resolución de la Junta Departamental, más alíá de la 
remisión de estos antecedentes a la Justicia Penal, contraria- 
mente a lo que hace cualquier organismo normal, responsable, 
no se fundamenta no ya la existencia de un delito, sino el más 
mínimo asomo o atisbo de la presencia de una figura delictiva. 


Examinemos ahora, señor presidente, lo que ocurrió en oca- 
sión de la asistencia de varios ediles de la Junta a la Comisión 
de Constitución y Legislación de esta Asamblea. En esa opor- 
tunidad, se hacen presentes el señor presidente del órgano delí- 
berativo comunal, Artigas Melgarejo y los señores ediles Mi- 
guel Fernández, Felipe Martín y Walter Morodo, que habían 
tenido un papel protagónico en los temas que en la Junta De- 
partamental habían ameritado posteriormente las observaciones 
del Tribunal de Cuentas. 


En las primeras de cambio -recordarán los compañeros inte- 
grantes de esta Comisión de 15 miembros de la Asamblea 
General- el legislador que formuló inicialmente una observa- 
ción en sala en presencia de los ediles departamentales de Mon- 
tevideo fue el que está haciendo uso de la palabra en este 
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momento, expresando en esa ocasión la siguiente extrañeza: 
Me sorprende que en el numeral segundo se disponga remitir 
copia autenticada de estos antecedentes a la Justicia Penal, 
porque es un hecho grave aquí está en juego n? ¿1 .nenos que 
uno de los supremos Tribunales de la República, de nuestro 
sistema institucional democrático, es decir, el Tribunal de Cuen- 
tas- que en la fundamentación, de esa remisión de los antece- 
dentes a la Justicia Penal, no se diga absolutamente nada. Quien 
habla en estos momentos agregaba: Sería muy fácil, por parte 
de los organismos, en cuanto surge una discrepancia o diver- 
gencia, remitir copia autenticada de tal resolución a la Justicia 
Penal, con todo lo que ello implica en la reacción de la opinión 
pública, que percibe la eventual comisión de delitos penales. 


A través de estas manifestaciones, el legislador que habla 
estaba dando a los ediles de la mayoría de la Junta Departa- 
mental de Montevideo la oportunidad procesal concreta de ha- 
cer lo que no habían hecho en ocasión de aquella resolución 
que ameritó la denuncia penal. 


Escuchen ahora, señor presidente y señores legisladores, la 
respuesta que dieron Jos ediles comparecientes. El señor edil 
Morodo decía lo siguiente: En realidad, mi intención es remi- 
tirme al hecho objetivo de fundamentar cuál fue la actitud que 
tomó la Junta Departamental en la eventualidad de que pu- 
dieran haberse configurado hechos delictivos. La Junta se 
vio en la obligación legal y moral que tiene todo organismo 
público de elevar estas actuaciones a la Justicia Penal. Que- 
da claro -agregó- que no puede entenderse como una denuncia 
concreta ni como un pronunciamiento previo, ya que, en defi- 
nitiva, es la Justicia Penal la única competente. 


Quiere decir que uno de los ediles instados a explicar los 
fundamentos de aquella denuncia penal, nada más ni nada me- 
nos que contra los ministros del Tribunal de Cuentas de la 
República, dice que hicieron una denuncia por obligaciones de 
carácter moral, corno si los delitos pudieran fundarse en razo- 
nes morales y no concretamente legales o constitucionales, 
afirmando que no fue una denuncia concreta. 


Otro de los ediles presentes en la emergencia, el señor 
Martín, comienza con una expresión muy respetuosa para este 
legislador y termina expresando: Sin que esto pretenda iniciar 
un debate, advierto que no nos cerramos a asumir cualquier 
tipo de observación que se nos quiera formular a raíz de alguna 
actitud que hayamos adoptado, fruto de la inexperiencia, ya 
que es la primera vez que somos gobierno a nivel departamen- 
tal. Asimismo esa misma situación nos puede haber llevado a 
no realizar las cosas de la mejor manera. 


Es decir que el señor edil Martín confiesa la inexperiencia 
del conjunto de ediles de la bancada que él integra y en un acto 
que aparece como de plausible humildad, admite que pueden 
haberse equivocado. 


Sin embargo, obsérvese lo que agrega a continuación: De 
todas formas, creo que las dificultades que se han generado con 
respecto a este tema tan puntual, tienen fundamentalmente que 


9 de Noviembre de 1993 


ver con el trasfondo político que ha adquirido el tema de la 
política del transporte. 


Esto fue expresado, señor presidente, por uno de los ediles 
cometidos por la Junta Departamental de Montevideo para ex- 
presar lo que naturalmente se les iba a preguntar en la Comi- 
sión de Constitución y Legislación: ¿Señores, por qué funda- 
mentos hicieron una denuncia penal contra los ministros del 
Tribunal de Cuentas? Este señor edil, en una actitud de carácter 
personal, confiesa su inexperiencia, así como la de sus compa- 
ficros, pero a continuación da la pauta de lo que ya estaba 
ocurriendo. En lugar de dar fundamentos jurídicos de la denun- 
cia penal deducida, confiesa que en realidad, en el fondo de 
todo esto existe un trasfondo político. 


Por si esto fucra poco, a continuación solicita la palabra el 
sefior presidente de la Junta Departamental de Montevideo, 
institucionalmente la primera figura dci Cuerpo deliberativo 
capitalino, a los efectos de contestar la inquietud que algunos 
legisladores teníamos respecto al porqué de aquella denuncia 
penal que, en nuestra conciencia, no podía tener un simple 
efecto agraviante o estratégico, como en realidad lo fue, de 
colocar al Tribuna! acusador en el banquillo de los acusados. 
Obsérvese que está hablando nada menos que el presidente de 
la Junta Departamental de Montevideo, que formuló la denun- 
cia penal. Dice el señor Melgarejo: Pensamos que nuestros 
compañeros ya han abundado cn elementos -aclaro que no ha- 
bían abundado en ningún elemento porque hasta ese momento 
y durante toda la comparecencia de los integrantes del órgano 
deliberativo comunal de Montevideo no surgió el más mínimo 
asomo de fundamento de la denuncia penal- y continuó: Acla- 
ramos que no estamos acusando absolutamente de nada a na- 
die. Simplemente estamos diciendo que los organismos compe- 
tentes son los que deben juzgar el caso y nosotros quedar a 
disposición. 


Esta es, señor presidente, la síntesis -lo digo con respeto y 
sin ánimo peyorativo- de la desafortunada comparecencia de 
los ediles, quienes terminan confesando que no acusan a nadic, 
que no hay delito y que obran en función de una obligación 
moral. Asimismo agregan que son inexperientes, humildes, que 
recién empiezan a gobernar y consideran que, a fin de cuentas, 
en este asunto existe un claro trasfondo político. 


Sí esto fuera así, señor presidente, uno, naturalmente, po- 
dría tener otra tranquilidad de conciencia. Sin embargo, estos 
mismos ediles que el 4 de mayo enviaron a la Asamblea Gene- 
ral una nota en la cual se hacía referencia a que se había 
denunciado penalmente a los señores ministros del Tribunal de 
Cuentas y se habían movilizado a los efectos de solicitar su 
eventual destitución, el día anterior -como lo reveló el señor 
legistador Ricaldoni en esta sala- y pocos días antes de concu- 
rrir a la Comisión de Constitución y Legislación de la Asam- 
blea General, bajo el título de “Gravedad de las irregularidades 
cometidas por el Tribunal de Cuentas de la República”, públi- 
camente formularon graves acusaciones. En una declaración 
que apareció en la prensa afirmaban que este informe del equi- 
po auditor del Tribunal de Cuentas cra violatorio de la indepen- 
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dencia técnica imprescindible en la materia y constituía un 
avasallamiento de las más elementales normas éticas que de- 
berían regir el organismo de contralor de la legalidad de ha- 
cienda, 


Este comunicado de prensa, que ya era un anuncio de la 
guerra que se desataría por parte de una colectividad política en 
su conjunto contra el Tribunal de Cuentas, terminaba diciendo 
que por los motivos anteriormente señalados, dicho informe -el 
del Tribunal de Cuentas- adolecía de notorios vicios formales, 
inexactitudes, contradicciones y falsedades. 


Adviértase, señor presidente, lo que decían lo señores ediles 
en esa nota publicada en la prensa, pero que no se atrevieron a 
estamparlo cn la que elevaron a la Asamblea General ni tampo- 
co a manifestarlo cuando concurrieron a la Comisión que trató 
este tema. Sin embargo, como corporación, señalan que, posi- 
blemente, esta conduct” tel Tribunal de Cuentas debe enten- 
derse que configura la prueba de un delito, extremo éste que se 
enmarca en la sistemática campaña de desprestigio y obstaculi- 
zación de la gestión de un gobierno democráticamente electo 
por los vecinos de Montevideo. 


Desco expresar cuál fue mi sentimiento -y tengo la certeza 
de que es el mismo que tuvo la enorme niayoría de los miem- 
bros de la Comisión de Constitución y Legislación de la Asam- 
blea Gencral- cuando los señores ediles de la Comuna montevi- 
decana terminaron con su exposición. A mi juicio, quedó irrefra- 
gablemente probado que no sólo en la nota de la Junta Departa- 
mental no se había expuesto algún atisbo de fundamento de la 
denuncia penal, sino que cuando se instó verbalmente a los 
señores ediles, por parte de los legisladores integrantes de la 
Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea Gene- 
ral a que aportaran algún argumento, éstos se fueron por pete- 
neras y no pudieron comprometerse a demostrar la posible exis- 
tencia de un delito, 


En definitiva, lo que ocurría en ese momento cra que un 
edil había afirmado que no se trataba de una denuncia concreta; 
otro había expresado que eran inexperientes y, en realidad, 
detrás de todo esto, existía un gran trasfondo político, y un 
tercero decía -esto fue una gran sorpresa para quienes están 
vinculados al derecho- que la denuncia penal se había realizado 
por un mandato de responsabilidad moral sin aportar el mínimo 
elemento jurídico. Por su parte, el señor presidente de la Junta 
Departamental de Montevideo, el señor edil Melgarejo, expre- 
só que en la denuncia -era muy distinto lo que decían por la 
prensa 24 horas antes- no se acusaba absolutamente a nadie. 


Fue en esc momento de desconcierto y de preocupación por 
parte de los señores legisladores integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Asamblea General, que un 
legislador perteneciente al Frente Amplio -voy a aludirlo con 
todo respeto, porque tengo la obligación de analizar la situa- 
ción que vivíamos en ese preciso instante- concretamente el 
señor senador Korzeniak, formuló algunas expresiones. Á pesar 
de que no tengo por qué interpretar lo que el señor legislador 
debe haber sentido, pienso que entendió que debía decir algo 
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frente a aquella inepcia e impotencia de los señores ediles, que 
no tenían respuesta a las consultas que formulábamos. 


¿Qué podíamos preguntar los miembros de la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Asambica General? Evidente- 
mente, antes que nada, por qué habían efectuado la denuncia 
penal y cuáles eran los fundamentos, y luego por qué razón 
movilizaron un alto recurso que debe utilizarse para denunciar 
casos serios, como e€s el artículo 209 de la Constitución de la 
República que habilita a juzgar la eventualidad de una destitu- 
ción para los minisiros del Tribunal de Cuentas. Fue en esa 
oportunidad que el señor legislador Korzeniak hizo uso de la 
palabra para expresar lo que los señores ediles de la Junta 
Departamental de Montevideo no dijeron. Concretamente, aclaró 
que estaba dando su punto de vista personal y que con ello no 
quería comprometer a nadie. 


Más adelante, el análisis de los hechos condujo a que los 
tres miembros de la Comisión de Constitución y Legislación de 
la Asamblea General que suscribieron el informe en minoría, 
reconocieran que no había existido delito. Entonces, el señor 
legislador Korzeniak afirmó que, salvo que hubiera sido fruto 
de un error, en este caso existió un delito, dicho esto con todas 
las palabras que el Código Penal prevé específicamente, El 
Código establece la alteración de documentos en varias de sus 
figuras, desde la falsificación ideológica hasta las alteraciones 
materiales. Agrega que, por supuesto, los delitos requieren no 
sólo de la configuración de tipo material, es decir la tipifica- 
ción objetiva, sino también del clemento subjetivo que consiste 
en la conciencia y voluntad de hacerlo. Además, dice -para que 
la cita no se considere trunca o con mala intención- que no 
recuerda si todos los casos de alteración de documentos requie- 
ren dolo, hay algunos en los que alcanza la sola culpa. Asimis- 
mo, afirma que si efectivamente el Tribunal de Cuentas trasmi- 
te como auténtico un documento que no pudo realizarse mate- 
rialmente antes del 11 de diciembre de 1992 y una auditoría 
cita resoluciones con números que son del año siguiente, se 
configura un delito previsto por el Código Penal. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR BLANCO. - Hago moción para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

-77 en 80, Afirmativa, 

Puede continuar el señor legislador Cantón, 


SEÑOR CANTON, - Agradezco al señor legislador Blanco 
y ala Asamblea General la prórroga que se me ha otorgado. 
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Transcurrido cierto tiempo, todos reflexionamos antes de 
emitir los respectivos informes en mayoría y en minoría. En 
forma unánime y reveladora se ha llegado a la conclusión de 
que la denuncia penal ha sido absolutamente gratuita. Los pro- 
pios miembros de la minoría de la Comisión, que discrepan 
con quienes apoyamos el informe en mayoría, han sido termi- 
nantes sobre este punto, Al respecto, el informe en minoría 
expresa en esta materia: “No obstante, con la explicación colo- 
quial dada por los miembros del Tribunal de Cuentas en su 
comparecencia a vuestra Comisión, podemos en sede parla- 
mentaría desechar el elemento subjetivo del eventual delito, y 
entender, como entendemos, que no amerita la propuesta de 
destitución, según el artículo 209 de la Constitución”. 


He realizado un informe absolutamente objetivo de lo que 
fue la denuncia de la Junta Departamental de Montevideo y de 
la comparecencia de los señores ediles responsables de dicha 
denuncia que, con el curso de las actuaciones, ha quedado 
mostrado, ya no con la opinión de los miembros de la mayoría 
sino con la unanimidad de la Comisión -incluidos los tres dis- 
tinguidos legisladores que suscriben el informe en minoría- que 
no ha habido el mínimo atisbo de denuncia penal. 


Esto debe ser dicho, señor presidente, como ya fue explici- 
tado en sala, porque afecta el funcionamiento normal y demo- 
crático de la vida institucional del país. Los integrantes de la 
Comisión de la Asamblea General que estudió el punto saben 
que nosotros sosteníamos que había que apresurar el trámite 
debido a las razones de urgencia moral que existían, ya que la 
integridad de los señores ministros de un supremo Tribunal de 
la República estaba en juego ante la opinión pública al plan- 
tearse una acusación de delito. Y en la actualidad, ¡vaya si es 
clara la conclusión de que no lo había! ¡Nadie se atreve a 
sostener la posibilidad de la existencia de un delito, ni siquicra 
los que discrepan con el Tribunal de Cuentas! Sin embargo, los 
ministros del Tribuna! de Cuentas, en función del plantcamien- 
to de este asunto, han estado expuestos al posible desprecio 
público a lo largo de varios meses. 


El segundo punto que queremos examinar brevemente es el 
relacionado con la puesta en marcha del artículo 209 de la 
Constitución. 


Cuando en la Comisión de Constitución y Legislación Jeí- 
mos la nota de la Junta Departamental, del 4 de mayo de 1993, 
muchos de sus quince miembros no salíamos del asombro al 
constatar que en función de un problema de fechas -que, como 
era de prever, quedó absolutamente aclarado en ocasión de la 
comparecencia de los señores ministros del Tribunal de Cuen- 
tas ante la Comisión parlamentaria- se afirmara que estábamos 
en presencia de circunstancias que podrían amcritar que un 
órgano, o sus correligionarios del cuerpo deliberante del go- 
bierno departamental de Montevideo, pudieran deducir la pre- 
tensión -que sólo puede fundarse en circunstancias graves de 
irregularidades concretas- de denunciar ante la Asamblea Gc- 
neral a los ministros del Tribunal de Cuentas, a los efectos de 
poner en marcha el artículo 209 de la Constitución. En esc 
instante no aparecía a la consideración de los legisladores que 
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encaraban objetivamente los fundamentos en que se basa dicha 
disposición, ninguna base seria. 


Advertimos, sí, que los señores legisladores, que en definiti- 
va resultaron ser los dictaminantes en minoría, se aprestaron a 
hacer un enfoque profundo, exhaustivo, a los efectos de com- 
probar la existencia de eventuales irregularidades. Señalo cor- 
dialmente que no tengo ninguna duda de que los distinguidos 
amigos dictaminantes en minoría han tenido que dotarse de 
lupas muy sofisticadas para poder encontrar irregularidades en 
todo este comportamiento del Tribunal de Cuentas. Digo con 
respeto que ellos tienen una posición distinta y creen que a 
través del intenso esfuerzo que han realizado a lo largo de 
varias semanas han podido hallar dichas irregularidades. Han 
solicitado informes ampliatorios y han encontrado la mejor dis- 
posición por parte de los integrantes de la Comisión que, a 
través de su presidente, el señor legislador Mallo, no hizo cues- 
tión con respecto a algunos plazos que habíamos establecido, 
demostrando así un espíritu amplio tendiente a que todos los 
legisladores pudieran tener una posibilidad sin límites desde el 
punto de vista reglamentario para hacer todas las indagaciones 
que creyeran del caso, 


Luego de haber leído el informe en minoría, debo expresar 
que más allá del esfuerzo que han realizado los tres señores 
legisladores firmantes del dictamen en minoría, realmente no 
surgen irregularidades sino detalles y alguna pequeña desprotli- 
jidad. Esto, en medio de un dictamen tan importante, serio y 
profundo como el que realizó el Tribunal de Cuentas, señalan- 
do las anomalías que ya están en conocimiento de la opinión 
pública, no amerita la destitución ní una observación seria al 
comportamiento del Tribunal de Cuentas, Esc es mi concepto y 
creo que también el de todos los que firmaron el informe en 
mayoría. 


Me llamó la atención que señores legisladores con una for- 
mación jurídica muy vasta y docentes de ta Facultad de Dere- 
cho cxaminaran en sala y trajeran al tapete de esta discusión los 
llamados hechos supervenientes que desembocaron en la con- 
tratación de uno o dos funcionarios del Tribunal de Cuentas. 
Sostengo que este pensamiento no tiene réplica -y esto lo deben 
admitir el señor presidente y todos los integrantes de la Asam- 
blea General, no porque lo exprese quien habla, sino porque es 
así- y los llamados hechos supervenientes no tienen nada que 
ver en relación con el tema que estamos examinando. En ese 
sentido, se trató de una contratación del presidente de la Cáma- 
ra de Representantes en ejercicio de sus potestades que ha 
defendido cn sala, No vamos a entrar cn el fondo del asunto, 
pero repito que este hecho superveniente, así calificado en este 
recinto, no tiene la más mínima relación con el episodio que 
estamos analizando. 


Finalmente, deseo referirme a un tema con respecto al cual 
no podemos permanecer en silencio. La doctrina que ha desa- 
rrollado toda una colectividad política -en concreto los tres 

Mficlaminantes en minoría- y que ha sido plasmada en su infor- 
me, expresa que el Tribunal de Cuentas ha carecido de la 
majestad necesaria para sobrellevar el acoso político al que fue 
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sometido. Esto que se ha repetido en sala una y mil veces, es la 
doctrina que sientan los dictaminantes en minoría: los ministros 
del Tribunal de Cuentas carecieron de majestad en el ejercicio 
de sus funciones, porque no supieron sobrellevar o soportar el 
acoso político a que fueron sometidos. 


En ese sentido, hago una pregunta que seguramente no ten- 
drá respuesta, Cuando uno hace una afirmación tan grave, debe 
tener la capacidad de probar ese acoso político al que, según se 
dice, se está sometiendo a los ministros del Tribunal de Cuen- 
tas. Á ese respecto, ¿quiénes han sido los hombres políticos 
sobre los cuales recaen las acusaciones? ¿Acaso fueron dirigen- 
tes del Partido Colorado, sus líderes, o el presidente y el vice- 
presidente de la República, los legisladores del Partido Nacio- 
nal? ¿O pudo haber sido el señor senador Batalla, representante 
del Nuevo Espacio y del Partido Por el Gobierno del Pueblo? 


Debemos decir en voz alta que en este tema el Frente Am- 
plio está solo. El Nuevo Espacio, a través de la palabra caracto- 
rizada del señor legislador Díaz Maynard, tal como es habitual 
en él en todo su comportamiento parlamentario, ha sido muy 
claro: no ve acosos políticos ni comparte la posición de una 
persecución contra el gobierno departamental de Montevideo. 
Es más, dicho señor legislador expresó sin réplica -y personal- 
mente entiendo lo mismo- que si se hubiera acreditado que los 
ministros del Tribunal de Cuentas han sido sensibles a la pre- 
sión política, habría que reclamar y exigir su destitución. Esta 
afirmación no fue controvertida porque no tiene réplica. Si 
alguicn tuviera pruebas de que los señores ministros del Tribu- 
nal de Cuentas hubieran sido presionados políticamente a adop- 
tar este comportamienio, creo que los miembros en minoría no 
debcrían haber dejado una suave constancia de su sorpresa 
frente a esto, sino que directamente debieron haber requerido 
su destitución. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CANTON. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Señor presidente: me pre- 
gunto por qué hoy los ministros del Tribunal de Cuentas están 
siendo indagados por la justicia penal. ¿Cómo se originó la 
denuncia sobre ellos? ¿Acaso esta surgió a raíz de un informe 
solicitado por la propia mayoría de la Junta Departamental y 
que no fue de su agrado? En realidad, pidieron esta informa- 
ción para ordenar un poco las cosas y como después esto no fue 
de su agrado, presentaron una denuncia ante la justicia penal. 


En una palabra, es como si el informe solicitado por el 
Frente Amplio, en su carácter de mayoría de la Junta Departa- 
mental el 27 de febrero de 1992, fuera el origen de todo esto, 
cuando, en realidad, no lo es. Cuando el Frente Amplio pide 
que el Tribunal de Cuentas intervenga, ello es el fruto de una 
situación que tenía más de un año de anligiiedad, porque en 
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diciembre de 1991, por trámite interno, el Tribunal de Cuentas 
le pregunta a su delegado, contador Alvarez, si la Contaduría 
de la Intendencia Municipal de Montevideo controlaba la utili- 
zación del dinero destinado al subsidio al boleto; esto fue en 
diciembre de 1991. Ante esto, el señor director Rossi le infor- 
ma al delegado, contador Alvarez, que efectivamente se hacen 
controles, aunque el literal c) -precisamente en este literal esta- 
ba centrada la gran incógnita sobre el uso de los dineros públi- 
cos por parte de la Intendencia Municipal de Montevideo- se 
titulaba “Partida de apoyo por mayores costos de funciona- 
miento”, que se administra de acuerdo a los niveles de activi- 
dad y a la situación económico-financiera de las empresas. Este 
era uno de los criterios de improviso muy bueno. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia advierte que hay 
sólo 48 señores representantes, por lo que se va a llamar a sala 
durante un minuto, 


Acaban de ingresar algunos señores representantes, por lo 
que en este momento suman 33. 


Puede continuar el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Cabe aclarar que mencio- 
né la fecha diciembre de 1991 y la pregunta que el Tribunal de 
Cuentas le hace al delegado, contador Alvarez, es del 4 de 
marzo de 1991. Asimismo, la respuesta del señor director Rossi 
a Alvarez, y que éste eleva al Tribunal de Cuentas es del 10 de 
abril del mismo año. 


Quiere decir que en diciembre de 1991, el Tribunal de 
Cuentas instrumenta una serie de preguntas e investigaciones 
sobre la administración del dinero y de los rubros correspon- 
dientes, hasta que el 5 de febrero de 1992, 22 días antes de que 
se pidiera el informe del Tribunal de Cuentas, éste solicita que 
por favor le detallen la base del cálculo para poder intervenir 
una partida por N$ 13.000:000.000. Se le responde, y el Tribu- 
nal de Cuentas manifiesta que sigue sin entender cómo están 
utilizados y a dónde van los miles de millones de pesos desti- 
nados al subsidio del boleto. Al mismo tiempo, en el informe 
del Tribunal de Cuentas se reseñan cuatro respuestas distintas 
respecto a un rubro de N$ 5.000:000.000: en una consta que 
este dinero va al Fondo Social; en otra se establece que se 
destinará a la compra de nuevas unidades y en una tercera se 
dice que irán al mantenimiento en función de los nuevos ingre- 
sos de las unidades. Frente a esto el Tribunal de Cuentas insiste 
y expresa que no tiene lógica que se den cuatro informes distin- 
tos sobre los mismos dineros. 


Finalmente, el Tribunal expresa que se está utilizando el 
dinero para pago de salarios, para adelantos al Fondo Social, 
que no existía, y para deudas del pasivo de una empresa que ya 
no trabajaba, e insiste en que se le ¿informe sobre el destino de 
esos dineros. La culminación de todo esto es un informe por el 
cual son observados N$ 5.000:000.000 de ese rubro total de 
N$ 13.000:000.000, que es el famoso literal c) de la 132bis/90. 
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Podemos seguir con esos ejemplos, y hasta el día de hoy no se 
sabe qué pasó con esas sumas de dinero. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cantón. 


SEÑOR DIAZ. - ¿Me permite una interrupción, señor le- 
gislador? 


SEÑOR CANTON. - Ántes de conceder la interrupción al 
señor legislador Díaz, desearía que la Mesa me informe sobre 
cuántos minutos me restan. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Le quedan [4 minutos, señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON. - Entonces, con mucho gusto concedo 
la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador Díaz. 


SEÑOR DIAZ. - Comienzo por hacer un reconocimiento y, 
al mismo tiempo, un agradecimiento al señor legislador que 
me acaba de otorgar esta interrupción. El reconocimiento obe- 
dece a que él está haciendo una fundada exposición en torno al 
tema que nos convoca, sin incursionar -como ha sido frecuente 
en esta Asamblea General- en temas absolutamente ajenos al 
orden del día; y el agradecimiento se debe a que reconoció que 
los miembros en minoría habíamos hecho un esfuerzo merito- 
rio para fundamentar nuestro proyecto de resolución... 


Por otro lado, deseo entrar al tema que motivó mi solicitud 
de interrupción, cual es el de si el Tribunal de Cuentas ha 
sabido o no -en forma inequívoca- sustraerse a un ostensible 
clima de hostigamiento político contra el gobierno departa- 
mental de Montevideo. Nosotros, naturalmente, en el informe 
y luego en nuestras modestas intervenciones, hemos dicho que 
frente a una apreciación de esta naturaleza -que responde a 
nuestra profunda convicción- no se pueden exigir pruebas de 
tipo documental, porque en estos extremos cercanos de desvia- 
ción de poder nunca se pueden lograr, como es común en otros 
episodios de la acción pública. 


Aquí nosotros hemos señalado -personalmente voy a insis- 
tir en ello- elementos indiciarios, para nosotros fuertes, anterio- 
res, concomitantes y posteriores a esta cuestionada auditoría 
del Tribunal de Cuentas, Este punto lo podemos desarrollar, y 
seguramente a través de otra interrupción voy a tener oportuni- 
dad de hacerlo. Sucede que el señor legislador Cantón me 
solicitó brevedad, y en homenaje a ella no lo voy a repetir, 
porque ya pudimos hacerlo, no sólo quien habla, sino también 
el señor legislador Korzeniak. 


Se ha planteado la interrogante de por qué si nosotros he- 
mos llegado a esa conclusión de que el Tribunal de Cuentas no 
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se supo sustraer en forma inequívoca a ese clima político, no 
pedimos consiguiecntemente la destitución, cuando en realidad 
la Constitución nos habilita a tomar como medida sancionato- 
ria la remoción, que es, sin duda, en cualquier situación, la 
máxima sanción funcional que se pueda adoptar. No hemos 
procedido de esa forma porque con los elementos que conta- 
mos creemos que no estamos en condiciones de solicitarla; es 
más, si hubiéramos considerado que estábamos en condiciones 
de hacerlo, lo hubiéramos hecho. Personalmente, tengo una 
prolija enumeración de treinta omisiones, impcricias e irregula- 
ridades cometidas por el Tribunal de Cuentas en esta cuestiona- 
da auditoría. Entonces, con el conjunto de todos estos elemen- 
tos hemos Hegado a la conclusión -es esta la propuesta precisa 
que hacemos a través de nuestro proyecto de resolución- de que 
el Tribunal de Cuentas no actuó en cel ficl y exacto sentido de 
sus funciones, pero, a la vez, esto no nos alcanza -tal como lo 
aclaramos en el informe- para pedir la remoción de los minis- 
tros de dicho Tribunal. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legista- 
dor Cantón. La Mesa desea informarle que le restan nueve 
minutos del tiempo de que dispone. 


SEÑOR CANTON. - Señor presidente: he escuchado aten- 
tamente las manifestaciones del señor legislador Díaz, Al res- 
pecto, debo indicar, sin ambages y con franqueza, que no me 
persuade ni me convence. Me parece que en el trasfondo de la 
posición que él sustenta -al igual que sus compañeros de parti- 
do político que firmaron el dictamen en minoría- hay una peli- 
grosa inversión de la carga de la prucba. 


Se ha intentado convertir este tema en un capítulo de graves 
acusaciones al Tribunal de Cuentas de la República -uno de los 
Tribunales de máxima importancia que consagra la Constitu- 
ción- sin que esto se pruebe en una forma mínimamente razo- 
nable, sin que haya pruebas serias. Comprendo que nadie va a 
incurrir en la inocencia de exponerse a ello si fuese capaz de 
ese comportamiento. Pero ni siquiera hay elementos indicia- 
ríos. Lo que existe es una afirmación que armoniza con la tesis 
o doctrina sustentada por una colectividad política que sostiene 
que hay un acoso político, sin indicar de qué fuerzas proviene, 
ya que son tres las que discrepan con el Frente Amplio. No se 
menciona a ninguno de los integrantes de los otros grupos 
políticos como formando parte de esa presión. Entonces, lo que 
se ha hecho, simplemente, es ser coherente con la estrategia 
que*é partido señaló para defender al gobierno departamental 
de Montevideo como el punto más estratégico para su conve- 
niencia. 


El señor Icgislador Hierro López, con extraordinaria gene- 
rosidad, llegó a verter un elogio a esta habilidad. Sin duda que 
será un elogio no por el ejemplo institucional, sino por la des- 
treza política de convertir al acusado, o sea, al órgano práctica- 
mente observado, en acusador. El señor legislador Díaz podrá 
decir que cl órgano observado no es la Junta Departamental, 
sino el Ejecutivo comunal; pero, para mí cs igual pues se trata 
de la misma fuerza política. Entonces, se tiene habilidad y 
destreza para que en este momento, en lugar de que el gran 
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tema sean las irregularidades que denuncia el Tribunal de Cuen- 
tas, se convierte a ese Órgano en el gran acusado a nivel de la 
opinión pública de todo el territorio nacional. Considero que es 
extraordinaria la generosidad del señor legislador Hierro López 
al elogiar esa habilidad. Sin embargo, como ejemplo de com- 
portamiento institucional, me pregunto -digo esto con toda con- 
sideración a quienes discrepan con quien habla- qué va a pasar 
en el futuro si cada vez que un órgano observado por el 
Tribunal de Cuentas agencia determinados apoyos políticos y 
desata una guerra que le permita, con un pretexto, denunciar 
penalmente a sus ministros o, simplemente, lo somete sin fun- 
damento a lo que establece el artículo 209 de la Constitución. 
Si así fuera, la Asamblea General tendría que cometer el estu- 
dio a la Comisión de Constitución y Legislación integrada con 
15 miembros y en este ámbito diremos que no tenemos más 
remedio que ingresar al eventual análisis de si hay o no inepti- 
tud, omisión o delito. 


De acuerdo con esto, en el futuro bastará que cualquier 
Cuerpo observado busque un pretexto para la denuncia penal y 
para poner en funcionamiento el mecanismo previsto en el 
artículo 209, para que la Asamblea General, cada vez que esta 
expericacia se repita, se disponga a examinar la conducta del 
órgano observante. Creo que esto es grave desde el punto de 
vista institucional. 


Además, no me parece bueno para el funcionamiento nor- 
mal, armónico y pacífico de las instituciones, Sin poner en mi 
pecho ninguna divisa y con total franqueza, como demócrata, 
como ciudadano de este país y como legislador, debo expresar 
que un funcionamiento de este orden no es conveniente para 
las instituciones, Ayer ocurrió con la Corte Electoral y hoy con 
el Tribunal de Cuentas. Me pregunto si mañana sucederá lo 
mismo con la Suprema Corte de Justicia, cuando en ejercicio 
de sus potestades, en el acierto o en el error, dicte un fallo que 
no guste a determinada colectividad política. ¿También se so- 
meterá a los ministros de la Suprema Corte de Justicia o del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo al acoso político, 
cuestionándolos y sometiéndolos a ciertos institutos que prevé 
ta Constitución? 


Finalmente, desco recordar -porque me parece justo- las 
expresiones vertidas por un colega de mi sector, en la media 
hora previa de la Cámara de Representantes, en la sesión cele- 
brada cl dos de junio del presente año. Concretamente, indicó: 
“El 23 de abril de este año la Presidencia del Tribunal de 
Cuentas de la República Oriental del Uruguay recibió una invi- 
tación de las más altas autoridades mundiales de las entidades 
fiscalizadoras superiores para concurrir a la ciudad de Viena, 
en Austria, los días 10, 11 y 12 de mayo de este año, donde se 
procederá a deliberar para la designación de la sede mundial 
del INCOSALI para 1998, El fundamento de la convocatoria era, 
nada menos que el siguiente. Dado el prestigio y el respeto a 
nivel internacional del Tribunal de Cuentas del Uruguay que 
usted dignamente preside” -se dirige a su Presidente- “se consi- 
dera que las posibilidades para celebrar tan trascendental re- 
unión en su país, son muy elevadas”. 
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El 12 de mayo de este año -voy a emplear la misma expre- 
sión que utilizó el señor legislador Ricaldoni porque es justa y 
oportuna- en lo que constituye un galardón para nuestro Tribu- 
nal de Cuentas y para el Uruguay, nos enteramos que desde 
Austria se informaba que el INCOSA! -organismo mundial aglu- 
tinante de las entidades fiscalizadoras superiores de 164 países- 
había resuelto por aclamación unánime designar a nuestra Re- 
pública como sede de su XVI Conferencia fijada para el año 
1988. 


Este es el Tribunal de Cuentas ejemplar que, de alguna 
manera, se está enjuiciando, y que, sin embargo, merece el 
reconocimiento del concierto universal de las entidades fiscali- 
zadoras de todo el mundo. Desde ya adelanto que nuestra ban- 
cada votará con conciencia y profunda tranquilidad, desesti- 
mando el proceder de la Junta Departamental y solidarizándo- 
nos con el comportamiento y las actuaciones del Tribunal de 
Cuentas. Expresamos fervorosamente nuestro respeto personal 
por los dignos integrantes de dicho órgano, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento no hay número 
para continuar sesionando, puesto que hay sólo 48 representan- 
tes presentes. 


Se va a llamar a sala. 

(Así se hace) 

(Entran a sala varios señores representantes) 
SEÑOR IBARRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR IBARRA. - Señor presidente: estamos de acuerdo 
con el informe en minoría presentado por los señores legislado- 
res Díaz, Korzeniak y Sarthou, quienes en el proyecto de reso- 
lución proponen declarar que, en la emergencia, el Tribunal de 
Cuentas no actuó en el fiel y exacto cumplimiento de sus fun- 
ciones. Asimismo, seftalan que la evidente alteración documen- 
tal relacionada con la fecha del informe de auditoría en cues- 
tión, explicada por el Tribunal en sede parlamentaria, permite 
descartar la existencia del hecho delictivo, por falta de elemen- 
tos subjetivos, sin perjuicio de lo que se determine indepen- 
dientemente en sede penal. 


Reitero que estamos de acuerdo con el informe elaborado 
por los miembros informantes en minoría, es decir, que el Tri- 
bunal de Cuentas ha cometido omisiones, irregularidades y des- 
prolijidades en parte del documento y, en algunos casos, impe- 
ricia. También destacamos -como ya se ha hecho en este recin- 
to- que, desde el 15 de febrero de 1990 hasta el 31 de marzo 
del presente año, el Tribunal de Cuentas nunca observó cl pago 
de subsidios por parte de la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo. A partir de allí, tal cual se ha manifestado en el informe en 


ASAMBLEA GENERAL 


9 de Noviembre de 1993 


minoría, dicho Tribunal adoptó otra posición con respecto a los 
estudios que realiza, 


En estas sesiones que ha celebrado la Asamblea General, 
que han sido bastante atípicas, determinados legisladores se 
han introducido en temas políticos y han incurrido en acusacio- 
nes -que muchas veces no han tenido un explicación clara- y 
en agravios fuertemente adjetivados, que tenemos la obligación 
de contestar. 


Fueron tres o cuatro los legisladores que se expresaron de 
esa manera y manifestaron que la Intendencia Municipal de 
Montevideo actuó con irregularidad, que se han adulterado do- 
cumentos y que se han cometido gravísimos delitos. En alguna 
medida, esto está indicando la irresponsabilidad de algún legis- 
lador que dice que la Intendencia Municipal de Montevideo ha 
cometido gravísimos delitos y no presenta las pruebas necesa- 
rias para que puedan actuar los organismos pertinentes. 


Asimismo, se ha expresado que hubo certificados falsos del 
Banco de Previsión Social que la Intendencia Municipal de 
Montevideo aceptó, lo que en definitiva está posibilitando la 
pérdida de convivencia democrática y que el gobierno departa- 
mental -que intentamos sea para toda la ciudadanía de Monte- 
video- está terminando con las formas- de respeto a nuestro 
orden jurídico, llevándonos a una pésima conducta. Por su- 
puesto, se defiende lo efectuado en períodos anteriores por el 
Partido Colorado y por el Partido Nacional y se dice que es 
inconducta política se deberá juzgar con la severidad que co- 
rresponde, sin ningún tipo de duda por la ciudadanía. Nosotros 
no podemos dejar pasar este tipo de planteo que se da en una 
correlación de fuerzas que tenemos que reconocer y que en 
esta Asamblea General es sumamente desfavorable a nuestra 
fuerza política del Frente Amplio, ya que estamos en una pro- 
porción aproximada de 4,5 legisladores a 1. Exigimos que se 
actúe con responsabilidad y respeto con referencia a las graves 
apreciaciones que se realizaron. 


(Campana de orden) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor legistador. 


Hay 47 legisladores en sala, por lo que se llamará a sala 
durante un minulo. 


SEÑOR DIAZ, - La Mesa controla sólo a los señores dipu- 
tados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que sucede es que hay 18 
señores senadores presentes, 


(Entran a sala varios señores representantes) 
-Puede proseguir el señor legislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA. - Entendemos que esta serie de afirma- 
ciones efectuadas por determinados legisladores del Partido 
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Colorado y del Partido Nacional, en una situación que, repito, 
debemos reconocer difícil para nuestra fuerza política ya que 
estamos en una proporción de 4,5 legisladores a 1, requiere 
algunas precisiones, Aquí se ha manejado una serie de elemen- 
tos, por ejemplo, con respecto a la evolución del precio del 
boleto, como un tema menor pero importante para la opinión 
pública. 


En la primera reunión de esta Asamblea General, manifes- 
tamos que teníamos documentación que indicaba una disminu- 
ción del precio del boleto del 23% en relación con el IPC y del 
22% con respecto a la Unidad Reajustable. Sin embargo, señor 
presidente, aquí se hacen otro tipo de comparaciones como, por 
ejemplo, con las tarifas de los taxis, el precio de los boletos del 
transporte interdepartamental y el valor dólar. En algunas de 
las situaciones se actúa tergiversando la verdadera realidad de 
esos parámetros, ya que es público y notorio que en este país, a 
raíz de la política económica desarrollada por el Poder Ejecuti- 
vo y su equipo económico, existe un atraso cambiario suma- 
mente importante. Sólo falta que los próximos legisladores del 
Partido Colorado y del Partido Nacional realicen comparacio- 
nes con las rupias, los dracmas griegos, los duros españoles, la 
corona sueca, las pesetas, los marcos, las libras y otro tipo de 
moneda extranjera. Creemos que esto no es serio y que en 
nuestro país, desde el punto de vista de los datos gráficos, las 
comparaciones deben basarse, fundamentalmente, en el IPC o 
en la Unidad Reajustable. En ese sentido, la baja del boleto es 
absolutamente favorable para el servicio como resultado de la 
gestión de la administración del gobierno departamental de 
Montevideo. 


Además, cuando en esta sala se dice que habrá que juzgar 
con severidad la política del gobierno departamental, no se 
expresa quién debe hacerlo. Considero que se debe juzgar con 
severidad no sólo la política departamental de Montevideo, 
sino también la del gobierno nacional y la que determinados 
sectores del Partido Colorado realizan avalando ciertas medi- 
das económicas lesivas para la mayor parte de nuestra ciudada- 
nía. Sin ningún tipo de dudas los ciudadanos, a través del voto 
que emitirán en noviembre de 1994, van a juzgar esta situación 
del gobierno departamental de Montevideo, de todas las Inten- 
dencias Municipales del país, del Poder Ejecutivo y del Partido 
Colorado. No debemos olvidar que el pueblo uruguayo tiene 
una gran capacidad cívica y que cuando corresponde aplica su 
voto castigo a políticas económicas que le dan la espalda a lo 
que necesita la ciudadanía. Por supuesto, tampoco podemos 
olvidar la actitud del pueblo uruguayo en noviembre de 1989, 
que dejó de lado y rechazó una política económica con la que 
no estaba de acuerdo y optó por desplazar al partido que estaba 
en el gobierno en ese momento. Esas son las actitudes, a través 
del soberano, que realmente debemos tener en cuenta tanto los 
frenteamplistas como los integrantes del Partido Colorado, del 
Partido Nacional o del Nuevo Espacio, 


Nosotros estamos dispuestos a ser juzgados por el pueblo y, 
por eso, promovimos el plebiscito del 13 de diciembre de 1992, 
cuando en ambas Cámaras se levantaron las manos en forma 
mayoritaria para aprobar una Ley de Empresas Públicas, con la 
que la ciudadanía, en su inmensa mayoría -en un 72%- mani- 
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festó estar en desacuerdo. Esos son los verdaderos jueces. No- 
sotros no aceptamos ningún juez ni fiscal del Partido Colorado 
o del Partido Nacional. En definitiva, vamos a solicitar que se 
expida el soberano a través del voto en 1994, 


En 1992, cuando por abrumadora mayoría la ciudadanía 
dijo que no estaba de acuerdo con las privatizaciones al barrer 
y que no se explicaba cómo se podía intentar privatizar AN- 
TEL, que era la empresa del Estado que daba más ganancia, 
también participaron varios sectores políticos. 


Aquí de acuerdo a lo expresado por un legislador del Parti- 
do Colorado, manifestó que existen contradicciones entre lo 
que votó el 72% de la población el 13 de diciembre del año 
pasado y lo que se hizo hace muy pocas semanas en ambas 
Cámaras del Parlamento. ¿Cómo se explica, por ejemplo, que 
el Foro Batllista haya acordado votar por el SI, oponiéndose a 
la Ley de Empresas Públicas, que tuvo un 72% de votos en 
contra? 


(Campana de orden) 
SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Me permite, señor legislador? 


La Mesa se siente en la obligación de solicitar al señor 
legislador Ibarra que se concrete a la cuestión que está en 
discusión, que son los antecedentes remitidos por la Junta De- 
partamental de Montevideo y el juzgamiento de la conducta del 
Tribunal de Cuentas. Evidentemente, este asunto no tiene nada 
que ver con la Ley de Empresas Públicas y la conducta política 
de los partidos que votaron en un sentido u otro dicha ley en el 
Parlamento y que luego apoyaron o no el referéndum que se 
realizó y que determinó la derogación de cinco de sus disposi- 
ciones. 


El señor legislador comprenderá que si la Presidencia per- 
mite que se debata sobre este tema, 'en esta sesión podremos 
hablar de cualquier asunto político que no tenga ninguna vincu- 
lación con el punto a estudio de la Asamblea General. 


Puede proseguir el señor legislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA. - Al inicio de mi intervención manifesté 
con todo respeto que nos veíamos en la obligación de contestar 
determinadas apreciaciones en torno a acusaciones que se hi- 
cieron en forma directa -creo recordar que el señor presidente 
estuvo ocupando permanentemente la Presidencia de este Cuer- 
po- hasta desde el punto de vista moral, al gobierno departa- 
mental e inclusive al propio intendente municipal de Montevi- 
deo. 


Entonces, como fuerza política entendemos que es impres- 
cindible, y que es una obligación, un deber y un derecho del 
Frente Amplio -y aclaramos que, por supuesto, ingresaremos al 
tema del subsidio al boleto también- mencionar realidades cuan- 
do se nos dice que tenemos un doble discurso, ¿Acaso no 
podemos contestar que no tenemos un doble discurso y decir 
quién sí lo tiene desde nuestro punto de vista? Creo que esta- 
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mos en nuestro legítimo derecho a hacerlo, Aquí no hemos 
empleado ningún adjetivo que lesione a legislador o fuerza 
política alguna; por el contrario, estamos hablando objetiva- 
mente y planteando nuestra postura en virtud de que se nos 
atacó y se dijeron muchas cosas en relación al gobierno depar- 
tamental. 


(Campana de orden) 
SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Me permite, señor legislador? 


No he dicho que el legistador Tbarra esté empleando expre- 
siones indecorosas o que esté faltando al orden, en cuyo caso la 
Presidencia le hubiera llamado la atención por lo que dispone 
el artículo 58 del Reglamento. Lo que expreso es que, de acuerdo 
con el artículo 61 del mismo, el orador debe concretarse al 
punto en debate aunque ésie haya sido declarado libre, y si no 
lo hace, el presidente por sí o a indicación de cualquier legisla- 
dor, le llamará la atención. 


Entonces, tan respetuosamente como el señor legislador está 
haciendo consideraciones políticas, la Mesa le pide que se re- 
mita a la cuestión, porque es su deber hacerto. En su momento, 
cuando se hicieron las alusiones políticas a que el legislador 
Ibarra refiere, se contestaron por vía de alusión, y se debatió 
sobre la actuación o gestión del gobierno departamental de 
Montevideo que, en este caso, por vía de la mayoría de su 
Junta, es el acusador, Aquí hay un acusado, que es el Tribunal 
de Cuentas, y un acusador, que es la mayoría de la Junta Dc- 
partamental de Montevideo. Puede admitirse que referir luego 
a la persona del intendente podría no atenerse estrictamente al 
punto en debate; pero lo que es evidente -eso sí- es que la Ley 
de Empresas Públicas es un asunto totalmente ajeno a la cues- 
tión en discusión. 


En consecuencia, si por razones de orden político el señor 
legislador Ibarra insiste en referirse a ese tipo de temas, la 
Presidencia someterá el asunto a consideración de la Asamblea 
General, la cual sin previa votación y sin debate determinará si 
la Mesa tiene razón o si, por el contrario, la tiene el señor 
legislador. 


Ruego al señor legislador Ibarra, pues, que se concrete a la 
Cuestión. " 


Puede proseguir el señor legislador. 


SEÑOR IBARRA. - Ya he expresado que en torno a este 
tema estamos en una correlación de fuerzas minoritaria. 


Por supuesto, no es mi intención cuestionar a la Mesa; pero 
sí me permito decir que noto ciertas contradicciones en la Pre- 
sidencia, puesto que cuando otros señores legisladores hicieron 
determinadas manifestaciones agraviantes para mi fuerza polí- 
tica y el gobierno departamental, no planteó observación algu- 
na. Sin embargo, sí he sido llamado al orden al referirme a esas 
actitudes. Es por esta razón que he dicho que estas son las 
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correlaciones de fuerzas que, en definitiva, debemos tener en 
cuenta. 


Yendo al tema del subsidio al boleto, aquí se ha plantea- 
do -sobre todo en torno a lo que en este momento está aconte- 
ciendo en el gobierno departamental y en la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo- que no se está abonando un solo peso 
como subsidio a las empresas de transporte de la capital, que 
ya hace varios meses que se está subsidiando por un monto que 
asciende a U$S 1:000.000 mensuales, pero que esto va dirigido 
a Subsidiar el bolcto de los estudiantes y jubilados, Inclusive, 
los menores de 12 años y los jubilados de más de 70 años no 
pagan boleto los domingos. Se alude a esto como si se tratara 
de algo novedoso, cuando no es así. Desde hace mucho tiempo 
la Intendencia Municipal de Montevideo venía subsidiando los 
boletos de estudiantes y de jubilados, aunque con una filosofía 
absolutamente distinta, ¿Qué hacían las anteriores Administra- 
ciones de la Intendencia? Entendían que era necesario que los 
usuarios cubrieran el subsidio. Es decir que quien subía a un 
ómnibus -ya se tratara de un trabajador, de un ama de casa o de 
un jubilado- debía subsidiar el bolcto de los estudiantes y de 
los jubilados. 


La actual Intendencia Municipal de Montevideo consideró 
que había que cambiar esa política -es lo que en muchos casos 
no gusta y, por supuesto, comprendemos que no satisfaga; pero, 
en definitiva, es el gobierno departamental que contó con los 
votos suficientes para estar al frente de la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo el que aplica su política- y que toda la 
sociedad en su conjunto tenía que subsidiar el boleto de los 
jubilados y estudiantes. Se trata de que pague ese subsidio 
aquel ciudadano que tiene tres o cuatro autos, una casa cn 
Carrasco O cuatro apartamentos en Pocitos, y que también lo 
haga quien vive en Nuevo París, en Paso Molino o en Pajas 
Blancas. Esta es la filosofía que aplican las actuales autorida- 
des de la Intendencia Municipal de Montevideo: distribuir para 
que, en definitiva, toda la socicdad se haga cargo del subsidio 
al boleto de los jubilados y estudiantes. 


También se ha dicho que el subsidio es, simplemente, una 
transferencia a empresas privadas. Creemos que no es así. En 
realidad, la transferencia se hace a los usuarios, fundamental - 
mente, a los jubilados y estudiantes, que sólo pagan una parte 
del viaje que realizan en ómnibus. Por ejemplo, en Montevideo 
hay aproximadamente 80.000 jubilados que viajan con boletos 
bonificados. En lo que va de 1993, la Intendencia Municipal de 
Montevideo ha pagado por esos boletos una cantidad superior a 
los $ 14:000,000, es decir, una suma promedio de $ 175 por 
jubilado. Quiere decir que la Intendencia ya ha otorgado a 
estos usuarios del transporte el equivalente a más de lo que los 
jubilados reclaman por aguinaldo y que el Poder Ejecutivo les 
nicga. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Batalla) 


-Pero hay más ejemplos, señor presidente. 
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Hay alrededor de 23.000 estudiantes en edad de concurrir a 
la enseñanza obligatoria que viajan gratuitamente en el trans- 
porte de Montevideo, lo cual hace un total de 8:000.000 de 
boletos por año. Quiere decir que 20.000 familias -así es como 
la Intendencia Municipal de Montevideo atiende los problemas 
sociales- han registrado un ahorro de $ 720 al mandar a sus 
hijos al liceo y a la UTU durante un año, lo cual equivale a casi 
dos Salarios Mínimos. Además, se eliminaron los tradicionales 
pases libres, tal como lo prometió en su programa esta Inten- 
dencia Municipal de Montevideo. Por eso, los señores legisla- 
dores del Parudo Nacional y del Partido Colorado tienen que 
entender que cuando un partido político -en este caso, el Frente 
Amplio- se compromete a cumplir con un programa, lo debe 
hacer y esta Intendencia Municipal de Montevideo lo ha hecho. 
Insisto en que una de las primeras medidas que ha tomado fue 
la de eliminar los pases libres, estableciendo que el propio 
organismo del Estado -sea el Banco de la República Oriental 
del Uruguay o el Instituto Nacional de Colonización, etcétera- 
que desee otorgarlos debe hacerse cargo de ellos. Estas son las 
medidas concretas que ha tomado la Intendencia Municipal de 
Montevideo, estos son los beneficiarios del subsidio, junto con 
los otros estudiantes que pagan boletos rebajados y los que 
viajan gratis, es decir, los menores de doce años. 


Pienso que el tema del subsidio al boleto, está íntimamente 
ligado a la renovación de flota, en este caso, del departamento 
de Montevidco, aunque ha sido un hecho muy importante para 
todo el país. Como el Frente Amplio reconoce esto, en virtud 
de una medida absolutamente acertada le ha dado una medalla 
al señor ministro de Transporte y Obras Públicas y a otros 
jerarcas de esa Cartera como reconocimiento a su labor. Dicho 
organismo logró renovar ta flota, hecho que considero suma- 
mente importante, pero también lo sería -lamentablemente 
no se encuentra el señor legislador Elso Goñi- que se recono- 
ciera -así como nosotros decimos que el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas jugó un rol fundamental- que la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo desde los primeros meses de 
gobierno, en 1990, planteó a nivel de los Ministerios de Trans- 
porte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas, así como 
ante el Banco de la República Oriental del Uruguay, dicha 
necesidad y lo hizo porque comprendió desde un principio que 
esto habilitaría eventuales rebajas del boleto y que además, benefi- 
ciaría a los usuarios, quienes viajarían con mayor comodidad. 


También queremos mencionar, tal como lo hizo el señor 
legislador Bouzas, que, por determinadas circunstancias que no 
vamos a analizar en el día de hoy, hubo distintas trabas para 
que se concretara la iniciativa de la intendencia Municipal de 
Montevideo con respecto a la renovación de flota. En esc mo- 
mento hubo demoras para sacar los certificados de necesidad 
que se requerían, tramitados en los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Transporte y Obras Públicas. Luego hubo otra 
demora por parte del Banco de la República para acceder a los 
créditos que se necesitaban, que en definitiva decidió conceder- 
los con un plazo inferior a 24 meses, lo que hacía absolutamen- 
te inviable la propuesta de la Intendencia Municipal de Monte- 
video. Afortunadamente, los problemas se solucionaron, 
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Luego de un año y medio de insistencias por parte de la 
Intendencia Municipal de Montevideo para renovar la flota, el 
Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas tomó la decisión de ponerla en marcha, no solamente 
para Montevideo sino para todo el país. 


Reitero que tal como nosotros reconocemos -francamente- 
la labor del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, quizás 
también correspondería reconocer que nuestra Intendencia du- 
rante muchos meses estuvo gestionando esa iniciativa, conven- 
cida de que era lo mejor para los ciudadanos de Montevideo. 


El señor legislador Bouzas ha hecho una comparación entre 
las actuaciones de la Intendencia Municipal de Montevideo y 
los hechos acontecidos en torno a la empresa ONDA y, hasta el 
momento, no ha recibido una contestación. Realmente, lamen- 
to que el señor legislador Elso Goñi no se encuentre en sala, 


Debemos tener en cuenta que a partir de la política imple- 
mentada por la Intendencia Municipal de Montevideo en mate- 
ria de transporte, se ha evitado la pérdida de fuentes de trabajo, 
hecho que, a nuestro juicio, es muy importante destacar. Al 
respecto, debemos decir que se mantuvieron los ocho mil pues- 
tos de trabajo, así como el nivel salarial, que no es resorte 
directo de la Intendencia Municipal de Montevideo, aunque 
debe tenerse en cuenta. 


Por otra parte, otro cambio que realizó la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo con respecto al subsidio del boleto, está 
referido a que antes se tomaba una especie de promedio ficto 
de los costos del conjunto de las empresas. ¿Qué ocurría con 
este tipo de medidas adoptadas por las Intendencias Municipa- 
les anteriores? Las empresas cuyo promedio ficto estaba por 
debajo de los costos, eran beneficiadas y las que se excedían de 
los mismos, se perjudicaban. Sin embargo, la Intendencia en- 
contró un mecanismo que hasta el momento no ha sido cuestio- 
nado en el sentido de que habilita un ficto tomado por la em- 
presa más cficiente, logrando actuar con absoluta justicia y 
habilitar futuras rebajas del boleto, 


Algunos señores legisladores han expresado que la iniciati- 
va propuesta en el programa de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, manifestada en la plaza Lafone el 15 de febrero 
de 1990, no fue cumplida, porque la rebaja que se produjo en el 
momento en que el doctor Tabaré Vázquez asumió su cargo, 
fue menor a la anunciada. Pero aquí no se ha dicho, señor 
presidente, que la Administración anterior, presidida por el con- 
tador Julio Iglesias, utilizando cierta picardía, no promulgó el 
aumento del boleto al 1* de febrero de 1990, tal como hubiera 
correspondido. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla). - Tiene la pala- 
bra el señor legislador Korzeniak. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Solicito que se prorrogue el ticm- 
po de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Hugo Batalla). - Se va a votar 
ta moción formulada. 


(Se vota:) 
-76 en 77. Afirmativa. 
Puede continuar el señor legislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA. - Decíamos, señor presidente, que por 
una especie de picardía política o administrativa, no se aumen- 
16 el boleto cuando correspondía, lo que determinó que la reba- 
ja otorgada fuera menor a la prevista. Allí ya se vislumbraba, 
de alguna manera, cómo se iba a actuar con respecto al gobier- 
no departamental del Frente Amplio. Aunque nuestro partido 
dirija la Intendencia, pretende, intenta -y lo está logrando- que 
sea de todos los vecinos de Montevideo, sin distinción alguna, 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que ha habido una 
reestructura importante aunque no definitiva, ya que no es sen- 
cillo hacerlo. Antes de 1990 existía solamente una serie de 
disposiciones desordenadas, que no respondían a la evolución 
urbanística de la ciudad de Montevideo y que, por lo tanto, era 
necesario adecuar. Por ello, la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo adoptó determinadas medidas tendientes a diversificar 
el transporte de pasajeros en zonas periféricas. Es así que Sur- 
gen líneas locales o colectoras, en las que los usuarios abonan 
el 50% del valor del bolcto. Esto sucede, por ejemplo, en El 
Cerro, en Paso de la Arena, en Colón, etcétera. Este sistema 
permite, además, que las líneas centrales acorten su recorrido, 
aumentando su rendimiento y mejorando la atención al usuario. 
Asimismo, como complemento, se instalan líneas rápidas que 
permiten traslados veloces desde El Cerro, Carrasco, La Paz, 
etcétera, con precios diferenciados. Creemos que es importante 
destacar estas medidas adoptadas por la Intendencia Municipal 
de Montevideo. 


Sin embargo, varios legisladores han dicho aquí que este 
gobierno departamental no ha tomado medidas que satisfagan a 
la ciudadanía y que, prácticamente, no ha hecho nada. En ese 
sentido, vamos a lecr muy rápidamente una serie de realizacio- 
nes de la Intendencia Municipal de Montevideo, porque cree- 
mos que a veces es conveniente recordar qué es lo que se ha 
hecho, más allá de que todavía queda mucho por delante, y 
más aún cuando a veces aumentan las dificultades debido a la 
interposición de recursos a las decisiones adoptadas. Hasta el 
momento ya se han planteado dicz recursos referidos, por ejem- 
plo, al ambulantismo, a la descentralización, al catastro y a 
otros temas menores, pero que también importan en el queha- 
cer de un gobierno departamental. 


En concreto, se ha finalizado la obra del emisor subacuático 
que, por supuesto, no fue iniciativa de esta Administración, 
sino de la anterior, pero es de destacar que este gobierno depar- 
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tamental hizo el mayor esfuerzo para culminarla. Además, se 
construyó la Usina N* 6 para la disposición final de residuos 
para el relleno sanitario de la ciudad; se realizó la licitación 
para el saneamiento de la Cuenca del Arroyo Casavalle -que ya 
está en marcha- para el primer tramo del saneamiento de Mal- 
vín Norte -que abarca un total de 300 hectáreas- y para el Plan 
de Saneamiento Urbano II, que abarca Maroñas, Punta de Rie- 
les, Bella Italia, Flor de Maroñas, etcétera. Asimismo, se cana- 
lizaron cañadas y bañados, lo que disminuye los puntos de 
inundación, sobre todo en Santiago Vázquez. En lo que tiene 
que ver con las obras de vialidad, se efectuaron repavimenta- 
ciones en General Flores, Ellauri, Agraciada, Rivera, Diecio- 
cho de Julio, Boulevard Artigas y en decenas de calles más, Al 
mismo tiempo, se pavimentaron zonas de la Ciudad Vieja y del 
Cordón. Por lo expuesto, estamos demostrando que no es cierto 
lo que se ha dicho en el sentido de que la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo no ha realizado obras. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR IBARRA. - Como he dicho, estamos en una corre- 
lación de cuatro legisladores y medio a uno. En esta circuns- 
tancia tan desfavorable para nosotros, si algún señor legislador 
quiere anotarse para hacer uso de la palabra, que lo haga, pero 
no le concedo la interrupción al señor legistador García Pintos 
porque ya habló. Vamos a seguir haciendo uso de la palabra y 
sólo concederemos la interrupción que nos solicitara anterior- 
mente el señor legislador José Díaz. 


Entre las obras que ha realizado la Intendencia Municipal 
de Montevideo -que no son todas las que hubiéramos deseado- 
se encuentra la colocación de vallas de protección a los centros 
de enseñanza. Es de destacar que todas estas obras significaban 
el año pasado una inversión de U$S 10:000.000. Este monto 
incluye la reparación de cincuenta cortes de calles diarios -uno 
de los mayores problemas que tiene la Intendencia Municipal 
de Montevideo- que se realizan para arreglar los servicios de 
agua, gas, electricidad, teléfonos y saneamiento. Además, se 
colocaron 83 nuevos semáforos y se contribuyó a mejorar el 
medio ambiente ya, que el gasto de limpieza se elevó de 
U$S 500.000 a U$S 2:700,000, para la adquisición de nuevo 
equipamiento que, por supuesto, no se recibió del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Sin embargo, las Intendencias 
Municipales del interior del país han recibido equipamiento 
vial que permite mejorar la problemática de las ciudades. Rei- 
tero que la Intendencia Municipal de Montevideo no recibe 
ninguna ayuda desde el punto de vista del equipamiento, como 
sucede en otros departamentos. Aclaro que me parece bien que 
las Intendencias Municipales del interior sean ayudadas por el 
gobierno central, pero creo que correspondería medir con la 
misma vara a la de Montevideo. 


Asimismo, se estableció el control de aguas residuales plan- 
tcado en el Plan Director de Saneamiento, a los efectos de 
evitar la contaminación de arroyos y del Río de la Plata por 
parte de industrias químicas, curtiembres, etcétera. 
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En lo que tiene que ver con la asistencia social, se adjudica- 
ron predios a través de la Cartera de tierras y, por suerte, esta 
política está siendo aplicada por distintas Intendencias del inte- 
rior del país, lo que nos parece sumamente positivo y, por lo 
tanto, digno de destacar. Por primera vez en la historia de este 
departamento se puso en práctica la política social de tierras 
urbanas para viviendas a través de la Cartera municipal de 
tierras que, reitero, ha sido aplicada en otros departamentos. 
Por su parte, por medio del banco de materiales se concedie- 
ron subsidios para materiales de construcción y préstamos 
para la construcción y reciclaje de viviendas por un valor de 
USS 26:000.000. También se acondicionaron y crearon nuevos 
espacios de uso público y se puso en práctica un programa de 
atención a la salud de las personas por medio de 20 policlíni- 
cas. Además, se instalaron 9 guarderías comunitarias para ni- 
ños carenciados y, por supuesto, se aportaron víveres a escue- 
las, guarderías y merenderos. 


Estas son sólo algunas de las obras realizadas por la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo. 


Antes de terminar, nos vemos obligados a efectuar alguna 
precisión con relación a la forma cn que en esta Asamblea 
General o en la Cámara de Senadores se designan los integran- 
tes del Tribunal de Cuentas, de la Corte Electoral, del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo y de la propia Suprema Cor- 
te de Justicia. Creemos que los partidos tradicionales todavía 
no se han dado cuenta de que el bipartidismo ya se deshizo en 
mi] pedazos hace muchos años. Actualmente en nuestro país 
hay cuatro partidos políticos de rcal importancia: el Partido 
Colorado, el Partido Nacional, el Nuevo Espacio y el Frente 
Amplio, Sin embargo, a nuestro Frente Amplio no se le da la 
oportunidad de participar en los organismos de control como, 
por ejemplo, el Tribunal de Cuentas o la Corte Electoral. Este 
es un tema sumamente delicado y aún no ha habido oportuni- 
dad... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla). - Disculpe, se- 
ñor legislador. 


Hay solamente 47 señores representantes en sala, 
Que se llame a sala 

(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede continuar el señor legislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA. - Como decía, me da la impresión de 
que los partidos tradicionales no se han enterado, o no han 
querido ver, que partidos políticos que en este momento tienen 
una gran trascendencia, tanto en lo nacional como en lo depar- 
tamental -como es el caso del Frente Amplio y el Nuevo Espa- 
cio- deberían integrar organismos como la Corte Electoral o el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Recientemente, ob- 
servamos que quedamos en ínfima minoría cuando se designó 
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un miembro de la Suprema Corte de Justicia. En esa oportuni- 
dad, respetando el orden escalafonario, propusimos al doctor 
Almiratti, pero a través de delerminadas negociaciones se re- 
solvió designar a otro jerarca. Deseo aclarar que respetamos, 
no criticamos y hasta le damos nuestro apoyo a esos juristas; 
sin embargo, desde el punto de vista de la filosofía para hacer 
las designaciones, la Suprema Corte de Justicia dejó de lado 
nuestro planteo, lo que originó una situación sumamente deli- 
cada, sobre todo a nivel de la justicia. 


Por otra parte, desco manifestar que no aceptamos las acu- 
saciones del doble discurso y que intentamos ser absolutamente 
transparentes con respecto a nuestras decisiones. 


En esta sala, se ha expresado que debilitamos el sistema 
político y que podemos hacer peligrar la convivencia democrá- 
tica, lo que rechazamos categóricamente, Estimo que el proble- 
ma de hacer peligrar la convivencia democrática o del debilita- 
miento del sistema político no pasa por lo que realiza la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo, sino por la política económi- 
ca que en este momento se aplica en el país. Los tan bajos 
índices de popularidad del Parlamento no se deben a que los 
parlamentarios no trabajen; ocurre que se votan leyes que dan 
la espalda a las necesidades de la gente. De esta forma, se 
votan el Ajuste Fiscal, las Rendiciones de Cuentas -que no 
contemplan los trabajadores, se propone inversiones imprescin- 
diblcs- el Presupuesto Nacional y la desmonopolización del 
Banco de Seguros que, en definitiva, da la espalda al dictamen 
que la ciudadanía emitió cl 13 de diciembre de 1992, 


Por lo tanto, no somos nosotros quicnes debilitamos el sis- 
tema político ni tenemos manías persecutorias. 


Sabemos que los partidos tradicionales están preocupados -y 
está bien que lo eslén- por el crecimiento del Frente Amplio y 
por la figura del compañero Tabaré Vázquez y, en ese sentido, 
hacen todo lo posible por cuestionar el accionar de la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo. Pero de ninguna manera acepta- 
mos, dentro de las reglas del juego político, que se diga que 
tenemos manía persecutoria. Tampoco consentimos que se ex- 
prese que debilitamos el sistema político ni que hacemos peli- 
grar la convivencia democrática. Por el contrario, estamos ac- 
tuando con transparencia, 


Por tal razón, más allá de que estemos al frente del gobier- 
no departamental de Montevideo a partir del 15 de febrero de 
1995, dejado sentadas determinadas premisas, como la partici- 
pación de los vecinos de Montevideo a través de la descentrali- 
zación, de las Juntas Locales, de las Comisiones Vecinales y 
las asambleas de vecinos que, sin ningún tipo de dudas, afir- 
man la democracia y la participación en nuestro país, funda- 
mentalmente en el departamento de Montevideo. 


Reitero que no aceptamos cse tipo de calificativos. 


A continuación, concedo al señor legislador Díaz la inte- 
rrupción que me había solicitado. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador, 


SEÑOR DIAZ. - Deseo referirme al centro de nuestras pre- 
ocupaciones, que es demostrar que en la cuestionada auditoría, 
el Tribunal de Cuentas no actuó de acuerdo con un estricto 
mandato constitucional, A este respecto, quiero efectuar una 
enumeración de treinta omisiones, impericias, contradicciones 
e ineptitudes en las que incurrió el mencionado Tribunal y, 
desde ya, adelanto que la primera de ellas es, a mi juicio, la 
más importante, 


1) Durante 3 años, en sus intervenciones preventivas múlti- 
ples respdtto del subsidio al transporte colectivo, el Tribunal de 
Cuentas no hizo observaciones de legalidad. Esto, desde el 
punto de vista constitucional, no tiene marcha atrás. Las que 
hace el 31 de marzo de 1993 en la cuestionada auditoría, no 
son de legalidad porque, si lo fueran, el Tribunal sería co- 
responsable de lo aprobado desde el 15 de febrero de 1990 
hasta el 31 de marzo de 1993. 


2) El cambio cualitativo de su último informe no surgió a 
partir de nuevas comprobaciones, pues el equipo auditor no 
solicitó más informaciones ni documentos al organismo audita- 
do, que es la Intendencia Municipal de Montevideo. 


3) Hechos anteriores, el infonne final y hechos supervinien- 
tes demuestran que respecto de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, el Tribunal de Cuentas no se ha sabido sustraer 
inequívocamente al clima de acoso político contra la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo. 


4) Hecho anterior a la auditoría, demostrativo de dicho ses- 
go político: remoción del contador delegado Aricl Alvarez. 


5) Un hecho superviniente: la respuesta inaceptable a tres 
legisladores del Frente Amplio al formularle por escrito 26 
preguntas, quienes fueron agraviados acusándoselos de que, 
con ello, debilitaban la autonomía funcional del Tribunal. 


6) Segundo hecho superviniente: el increíble dictamen so- 
bre Contribución Inmobiliaria y Catastro Municipal. 


7) Tercer hecho superviniente: no enviar la documentación 
pedida, especialmente los documentos de trabajo. 


8) Cuarto hecho superviniente: tolerancia final para que dos 
funcionarios del Tribunal fueran finalmente contratados por la 
Presidencia de la Cámara de Diputados, organismo bajo even- 
tual control constitucional del Tribunal de Cuentas, 


9) El informe final del Tribunal de Cuentas del 31 de marzo 
de 1993 fue enviado a la Junta Departamental de Montevideo 
fechado el 11 de diciembre de 1992, configurando material- 
mente un hecho presuntamente delictivo. Con la explicación 
que dio el Tribunal en la Comisión Parlamentaria, faltaría el 
elemento subjetivo, lo que seguramente determinará, en uno u 
otro sentido, la justicia penal, 
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10) No envió, como se pidió, el “informe preliminar” del 
11 de agosto de 1992, 


11) No envió la resolución, con las modificaciones aproba- 
das, del 29 de marzo de 1993. 


12) No envió los papeles de trabajo, imprescindibles para 
valorizar cabalmente cualquier auditoría. 


13) Durante su trabajo de campo en la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo, nunca hablaron con jerarca alguno, 


14) Tampoco elevaron el borrador o borradores a la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo, como mandan las normas de 
auditoría más recibidas respecto del organismo público o priva- 
do que se audite. 


15) No contestó por qué en el informe del 28 de agosto de 
1992 no había firmado uno de los contadores del primer equipo. 


16) Negó que hubiese cambios del equipo, y el original de 
seis miembros fue sucedido por uno de dos. 


17) El capítulo de conclusiones original fue cualitativamen- 
te cambiado por el final, entre diciembre de 1992 y marzo de 
1993. 


18) Negó que los equipos hubieran hecho cambios por li- 
neamientos o directivas dadas, pero del expediente surge in- 
equívocamente que esos lineamientos o directivas existieron. 


19) El informe del 28 de agosto de 1992 también viene con 
una enmienda en su fecha, sin aclarar. 


20) Ignoró, o así surge de sus dichos, que la intervención 
preventiva del Tribunal no es previa. La intervención preventi- 
va de legalidad es de rango constitucional y forma parte de un 
proceso de pago, en este caso, del subsidio al transporte. 


21) Desconoció que los precios unitarios del boleto surgen 
de los costos, casi todos fijos, de cada empresa y del número 
de boletos vendidos. 


22) No se percató de que las llamadas “partidas especiales” 
eran por “mayores costos” y no préstamos o adelantos como lo 
sostuvo en la auditoría en cuestión. 


23) En igual confusión incurrió respecto de partidas paga- 
das a COOPTROL, 


24) La observación por las certificaciones del Banco de 
Previsión Social, que nunca controló, no tiene fundamento le- 
gal alguno. 


25) La observación de que el pago de los pases libres de la 
Intendencia Municipal de Montevideo estaba mal imputado, se 
corrigió, sin observación ulterior del Tribunal, lo que se oculta. 
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26) Sobre la normativa respecto del subsidio, nunca la ob- 
servó en los tres primeros años a partir de febrero de 1990. 
Reción dicta una norma el 3 de febrero de 1993, que se cum- 
plió inmediatamente, 


27) Desconoció que el pago del subsidio por el IMEST -que 
sólo se verificó hasta mayo de 1990- se hizo con controles 
adecuados, al punto de que a muchas empresas se les pagó 
menos de lo que decían en sus declaraciones juradas, 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla). - Disculpe se- 
for legislador, pero no hay quórum para seguir sesionando. Se 
está llamando a sala, 


(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede continuar el señor legislador Díaz. 


SEÑOR DIAZ. - 28) Parece desconocer que las facturas por 
gas oil fueron todas controladas por las auditorías externas de 
cada empresa, lo que es más importante que alguna omisión de 
firma de contador. 


29) Sobre el pago -repetimos, hasta mayo de 1990- del 
IMESI a COOPTROL, antes se le pagaba incluyéndolo en la 
tarifa del boleto. Sacado de la tarifa en forma experimental, no 
había razón para no pagárselo, por la vía de un subsidio tempo- 
ral. 


30) Eliminó todo un capítulo de su informe inicial de 28 de 
agosto de 1992, el de “Limitaciones”, ocultando una muy im- 
portante: la amplitud de la normativa que regulaba el uso del 
subsidio al transporte, que en el primer informe no permitió 
sino meras salvedades de los auditores; con mucha pirotecnia 
luego cambió cl informe del 31 de marzo de 1993, incluyendo 
un capítulo de cuestionamientos a la Intendencia Municipal de 
Montevidco, ninguno de ellos de legalidad, límite que nunca 
debió franquear el Tribunal de Cuentas”. 


No sé, señor presidente -y con esto termino- si estas treinta 
omisiones, irregularidades o ineptitudes tienen todas el mismo 
valor; sí sé que algunas de ellas sin duda son importantes para 
demostrar que la cuestionada auditoría del Tribunal de Cuentas 
no se llevó a cabo siguiendo el fiel y exacto cumplimiento de 
las funciones que debe desempeñar el Tribunal de Cuentas, que 
son de contralor de la legalidad del gasto público. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla). - Puede conti- 
nuar el señor legislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA. - Estas treinta omisiones que señaló el 
señor legislador Díaz indican con absoluta claridad que el pro- 
yecto de resolución que propone el Frente Amplio es totalmen- 
tc justo, puesto que demuestra que el Tribunal de Cuentas de la 
República no actuó según el fiel y exacto cumplimiento de sus 
funciones, 
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Aclaro que hemos hecho una alusión para dar oportunidad 
al señor legislador Elso Goñi de que haga uso de la palabra, 
pero antes quisiéramos hacer una precisión, ya que no sabemos 
qué es lo que nos va a contestar, 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a raíz de una 
deuda que contrajo con la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo, le ha entregado maquinaria por un valor de U$S 917,000 
-según la información que posco- y aún restaría por pagar a la 
Intendencia Municipal de Montevideo una suma de aproxima- 
damente U$S 4:000.000, Quiero dejar esto sentado para que mi 
intervención sea totalmente transparente, 


Quiero decir que, como legislador del Frente Amplio, com- 
parto lo que ha realizado el gobierno departamental a cargo del 
señor intendente municipal de Montevideo, doctor Tabaré Váz.- 
quez, y puedo asegurar que seguirá actuando con equidad, fun- 
damentalmente, en aras de solucionar los problemas de los 
sectores sociales más carenciados. Además, su accionar de- 
muestra una total transparencia y ningún tipo de soberbia. Nun- 
ca la Intendencia Municipal de Montevideo ni su titular -o el 
Irenteamplista que lo suceda a partir del 15 de febrero de 1995- 
van a tener la soberbia de decir, por ejemplo, que ningún gre- 
mio les ganó algún conflicto. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Para finalizar, voy a leer una declaración formulada por el 
plenario nacional -órgano máximo del Frente Amplio- en su 
reunión del día 31 de octubre de 1993, y estando en conoci- 
miento de esta situación. 


Dicha declaración expresa su más enérgico rechazo a los 
nuevos ataques contra el gobierno departamental de Montevi- 
deo, que en los últimos días se han desarrollado desde diversos 
ámbitos, en particular desde la Asamblea Gencral, a partir del 
pronunciamiento de claro tinte político del Tribunal de Cuen- 
tas. 


En segundo lugar, dice que estos ataques conforman una 
estrategía destinada a impedir la aplicación de un principio de 
justicia social en la tributación de Montevideo, intentando ero- 
sionar la credibilidad del Frente Amplio como herramienta para 
impulsar un proyecto de país sobre la base de democracia, 
desarrollo, justicia y solidaridad y agraviar en forma permanen- 
tc al compañero intendente de Montevideo, doctor Tabaré Váz- 
quez, tomando como rehencs de tan mezquinos intereses políti- 
cos y económicos a todos los montevideanos. 


En tercer término, señala que ante esta situación es tarea 
prioritaria de todos los frenteamplistas asumir activamente la 
defensa de una gestión de gobierno que trasciende el ámbito 
departamental y forma parte de la propuesta política y ética 
que cl Frente Amplio aporta al país. 


Por último, expresa que la respuesta más clara y democráti- 
ca a esta maniobra es redoblar los esfuerzos, junto a todos 
aquellos que apoyan la recolección de firmas, para presentar 
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antes de fin de año la iniciativa popular, permitiendo de esta 
manera el pronunciamiento de toda la ciudadanía del departa- 
mento. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - De ninguna manera deseamos en- 
trar en una cadena de alusiones, porque podría insumir muchas 
horas y no resolveríamos ningún problema. 


Nos parece importante agregar información sobre algunos 
de dos temas que ha mencionado cl señor legislador Ibarra; 
consideramos imprescindible hacerlo, incluso hasta por una cues- 
tión de tranquilidad de conciencia de quien habla. Se ha habla- 
do insistentemente del lema de ONDA; incluso, lo hizo el 
señor senador Bouzas aunque él, en aquel momento, no ocupa- 
ba una banca €n el Senado ya que lo hacía un senador que, tal 
como lo he dicho en varias oportunidades, fue un excelente 
colaborador en el iema de ONDA. Me refiero al ex senador 
Germán Araújo, 


Al hablarse del tema de ONDA faltó expresar algo que me 
siento en la obligación de decir, sin desear que ello se tome 
como una alusión. Me extraña que el señor legislador Ibarra 
haya olvidado señalar el proceso compartido entre el Parlamen- 
to y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en la solución 
definitiva del problema de ONDA. Paso a explicar mis pala- 
bras. En once ocasiones el entonces ministro de Transporte y 
Obras Públicas concurrió al Parlamento, algunas veces a pedi- 
do de las Comisiones respectivas de ambas Cámaras y otras -lo 
deben recordar los señores senadores que integraban dichas 
Comisiones- a pedido del propio Ministerio. De dichas conver- 
saciones, así como dc las que mantuvimos con los delegados de 
los dos sindicatos de ONDA, salió lo que, a mi modo de ver, 
era la única solución viable. 


Pienso -y, al respecto, habría que revisar las versiones ta- 
quigráficas- que quedó claramente trasuntado que nadie podía 
creer, sanamente, que era posible realizar una licitación que 
implicara la absorción de todos los funcionarios de ONDA. Es 
más; a las licitaciones que se hicieron -de las que tenemos 
directa responsabilidad y lo asumimos- hubo empresas que no 
se presentaron a causa del número de funcionarios que era 
necesario absorber y por el dinero que se debía pagar. 


En segundo lugar, sobre este tema expreso que debe haber 
sido la primera o tal vez la única en la que para una licitación 
se establecieron estas condiciones. Si la memoria no me falla, 
la Intendencia Municipal de Montevideo “a posteriori” de lo 
realizado por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
utilizó un sistema parecido. 
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Hace pocos días mantuvimos conversaciones entre los micm- 
bros de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Sena- 
do y los obreros de ONDA. Debo decir que si el problema de 
ios trabajadores aún no está solucionado es porque no se ha 
hecho la adjudicación definitiva de las líneas, fundamental- 
mente de las internacionales, que son las únicas que todavía 
restan por adjudicar. 


Quiero aclarar que, en materia de obras, a los tres días de 
mi ingreso al Ministerio mantuve una larga entrevista con el 
señor intendente de Montevideo, doctor Tabaré Vázquez. Am- 
bos eramos conscientes de que teníamos problemas por resol- 
ver, que eran producto de convenios realizados por gobiernos 
anteriores. Los dos fuimos contestes en que estábamos dispues- 
tos a cumplir totalmente lo pactado por el gobierno nacional 
anterior, perteneciente al Partido Colorado, así como por el 
gobierno de Montevideo, también del mismo Partido. At res- 
pecto expresaría, porque la verdad hay que decirla totalmente, 
que eso se ha cumplido. Demostrativo de ello es el hecho de 
que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, totalmente a 
su cargo, resolvió el problema de todas las personas que vivían 
en los alrededores de “Tres Cruces”, construyendo un impor- 
tante sector de viviendas, que hoy ya está en manos de estos 
ciudadanos. También testimonio de lo que acabo de expresar 
es la construcción de la terminal de medio alcance, en la Rambla 
Portuaria. En el mismo sentido, lo es la construcción -reitero, a 
costa, totalmente, del referido Ministerio- de las terminales 
Juncal y Ciudadela. También lo es la obra, por concesión de 
obra pública, licitada por el gobierno anterior y adjudicada por 
el nuestro, de la obra de “Tres Cruces”. “A posteriori”, mantu- 
vimos conversaciones con el intendente municipal de Montevi- 
deo, cuando nos planteó un tema que consideramos importante, 
como es el de los problemas derivados de la construcción de la 
terminal de “Tres Cruces” y sus alrededores. Debemos decir 
que estas obras no fueron autorizadas por gobiernos anteriores, 
sino por el nuestro, para lo cual el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas aportó U$S 1:000.000 a la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo, destinados a la construcción de las obras 
necesarias en los alrededores de la Terminal de “Tres Cruces”. 


Cuando el señor legislador se refirió a una diferencia entre 
las Intendencias de Montevideo y las del interior, olvidó decir 
que el ministro de Transporte y Obras Públicas no puede distri- 
buir graciosamente dinero para las Intendencias del interior y 
no para la de Montevideo. En síntesis, lo que hizo el referido 
Ministerio fue cumplir con una disposición de la Ley de Presu- 
puesto General de Gastos, votada por este Parlamento, que 
se ubicaba en la cifra de U$S 15:000.000, correspondiendo 
U$S 5:000.000 al año 1992, otros U$S 5:000.000 al de 1993 y 
los restantes al de 1994. En ese sentido, se especificaba que 
dichas sumas se destinarían a la compra de maquinaria para las 
Intendencias del interior del país. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 
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SEÑOR GARCIA PINTOS. - Señor presidente: debo decir 
que tuve que recurrir al mecanismo de solicitar la palabra para 
contestar una alusión porque, lamentablemente -y lo digo con 
profunda pena- el señor legislador Ibarra no me concedió una 
interrupción cuando se la requerí. Parecería que estamos a pun- 
to de inaugurar un estilo -que considero que no le hace bien al 
Partamento- por el que se dan interrupciones si conviene y 
viceversa. El señor legislador Ibarra se las concedió a integran- 
tes de su propia coalición política, pero no a aquellos que no 
pertenecemos a ella. Reitero que no nos parece un buen estilo 
parlamientario el otorgar interrupciones si nos gusta O si nos 
conviene, y no hacerlo en caso contrario. De todas maneras, 
deseo aclarar que siempre que yo esté en uso de la palabra y el 
señor legislador Ibarra me solicite una interrupción, se la con- 
cederé, 


Por otro lado, y entrando en el tema de fondo, debemos 
decir que nos consideramos aludidos por cuanto el señor legis- 
lador Ibarra ha hecho referencia a varios de los asuntos que 
abordamos cn la sesión anterior de la Asamblea General. En 
aquel momento tratamos de realizar un recorrido por la Admi- 
nistración Municipal en lo relativo a aquellas cuestiones que la 
referida Administración no había cumplido. Me refiero, por 
ejemplo, a la tan manida rebaja del 40% del precio del boleto, 
que todos sabemos no se realizó. Debido a que en las reuniones 
anteriores se hizo referencia a tantos errores de la Administra- 
ción frenteamplista, el señor legislador Ibarra se via compelido 
a remarcar o a poner en alto algunos aparentes éxitos del actual 
gobierno municipal. A este respecto, el señor legislador habló 
de la instalación de líneas rápidas en la ciudad de Montevideo. 
Debo decir que el tema de las líncas rápidas en nuestra ciudad 
se inauguró, precisamente, por un proyecto surgido en la Ad- 
ministración anterior, en la del Partido Colorado. Quicn habla 
puede manifestar csto con toda propiedad porque fue él, cn 
nombre de la Cruzada 94, cuando era edil por Montevideo, el 
que presentó la iniciativa referente al ómnibus directo al Cerro, 
En aquel momento, por alguna razón, el asunto se demoró y 
llegó a la Administración frenteamplista, donde sufrió un retra- 
so mayor. Por ello, un número impresionante de vecinos, sobre 
todo pertenecientes a la villa del Cerro, al barrio Casabó, que 
eran quienes debían beneficiarse con ese servicio de línea rápi- 
da, ño se vieron favorecidos por el mismo. Quizás, por no dar 
el éxito político a quien había presentado el proyecto, quienes 
terminaron pagando el precio de ello, quedando como rehencs 
de esta Administración fucron, precisamente, los vecinos perte- 
necientes a los barrios referidos. A dicha línea, en Jugar de 
llamarla M2, se la denominó D2 y, en vez de llegar al Barrio 
Casabó, sólo lo hizo hasta la Curva de Tabárez. Por ello, señor 
presidente, en este sentido, mal se puede hablar de las líneas 
rápidas. 


Como consecuencia del tratamiento del tema de las investi- 
gaciones, señor presidente, se sintieron agraviados porque deja- 
mos en claro que no existían Comisiones Investigadoras en la 
Junta Departamental y no las había debido a la mayoría auto- 
mática y regimentada del Frente Amplio en el legislativo de- 
partamental de Montevideo que no las permitía. Esa es una 
realidad y nadie se puede agraviar por esto. 
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Se habló del éxito de la Usina N? 6, la del biogás, que había 
quedado perfectamente diagramada por la Administración an- 
terior. Alcanza con pasar por el camino Felipe Cardozo para 
darnos cuenta que también la disposición final de residuos sóli- 
dos urbanos se le escapó de las manos a esta Administración 
departamental. Eso es una bomba de tiempo que en cualquier 
momento puede explotar, 


La referencia al relleno sanitario, no es nada más que el 
título, porque cualquiera que conozca algo sobre el tema se da 
cuenta que el mismo no existe como tal. En cuanto a los metros 
cuadrados, que es el punto sobre el que se quiso hablar, puedo 
decir que cl automovilista puede clegir pozo en el que meter la 
rueda que quiera en cada oportunidad. ¿Por qué? Por una razón 
muy sencilla: los recursos que se debieron haber utilizado para 
arreglar los pozos de las calles de Montevideo, es decir, para 
hacer carpetas asfálticas y hormigón o un simple riego bitumi- 
noso en aquellos barrios más alejados del centro, fueron desti- 
nados, entre otras cosas, al subsidio del boleto, que forma parte 
de una rebaja mentirosa del 40% que terminó, al día de hoy, 
siendo, en iérminos reales, nada más ni nada menos que un 
aumento del precio del boleto. 


En lo que respecta a la popularidad del señor intendente 
Vázquez, digo que este no es, precisamente, un país religioso, 
Alcanza con que pase un poco de tiempo para darnos cuenta de 
la diferencia que existe entre las encuestas que daban tantos 
puntos al Frente Amplio en el año 1990, por encima de todos 
los partidos políticos -y especialmente, del Partido Colorado- y 
los 3 6 4 puntos de diferencia actuales. 


Los ídolos con pie de barro, señor presidente, terminan 
cayendo, porque la gente desea ver cosas concretas y no sola- 
mente una especie de escuela de relaciones públicas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LEYV. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: en primer lugar, quisiera 
manifestar que la Mesa para atenerse a la cuestión, debe aplicar 
un criterio uniforme. Esto es evidente y toda la Asamblea Ge- 
neral... 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor legislador: si se va a cues- 
tionar a la Mesa, vamos a poner el asunto a consideración de la 
Asambica General. El tema referente a la gestión del señor 
intendente de Montevideo ha estado permanentemente en el 
debate. No lo ha inaugurado el señor legislador García Pintos, 
aunque sí ha contestado, en el error o en el acierto, con buen 
criterio o sin él, los elogios que se le han hecho o las considera- 
ciones que de su bancada han partido respecto a la gestión del 
señor intendente. 
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Estoy de acuerdo con que este no es estrictamente el tema 
que se debe tratar pero, reitero, no es el señor legislador García 
Pintos, el primero en incursionar en él. 


Puede proseguir el señor legistador Lev. 
Dialogados) 


SEÑOR LEV. - Señor presidente: esta situación me recuer- 
da un pequeño chiste, que quisiera leer con el fin de distender 
los ánimos. El mismo se denomina “El cielo contra el infier- 
no” y expresa lo siguiente: “Satanás llamó a San Pedro por 
teléfono para desafiarlo a un partido de fútbol: el Cielo contra 
el infierno. 


-Bueno -dijo el Santo- pero como soy muy honrado, tengo 
que decirle que los mejores futbolistas del mundo están en cel 
cielo, así que seguramente ustedes perderán. 


-No importa -respondió el diablo- aquí están todos los árbi- 


” 


tros”. 


En un partido donde tengan que participar los jugadores y 
los árbitros sean del infierno, ¡quién sabe cuál será el resultado! 


Par lo tanto, sobre bombas, señor presidente, considero que 
sería conveniente que el señor legislador preopinante no meta 
la soga en la casa del ahorcado. Digo esto, porque el tema al 
que nos estamos refiriendo es sobre el recurso que la Junta 
Departamental envió a la Asamblea Gencral. 


Si se quiere discutir sobre encuestas, sobre la posición de la 
opinión pública de Montevidco -y agradezco que se esté discu- 
tiendo este tema en la Asamblea General- puedo leer los datos 
publicados por la encuestadora “Equipos” el día 3 de noviem- 
bre, donde se establece lo siguiente: Tabaré Vázquez aumentó 
4 puntos y su gestión tiene el respaldo del 52% de los montevi- 
decanos. También se señala que, en términos de aprobación a la 
gestión, “el intendente Vázquez sigue representando la otra 
cara de la moneda” de la presidencia de la República. Esto lo 
dice “Equipos” en el diario “El Observador”, y no este legisia- 
dor frenicamplista. Más adelante expresa: “La mayoría absolu- 
ta de los montevideanos -52%- aprucba su labor al frente del 
municipio capitalino...” y agrega, “el intendente mejora en cua- 
tro puntos el nivel de aprobación respecto de la medición ante- 
rior y el saldo neto positivo se incrementa tres puntos -de 25 a 
28”, Esto es lo primero que quería señalar con respecto al señor 
intendente y posible presidente. Cuanto más se le ataque y con 
ciertos niveles de zócalo, más se levanta, porque esta ciudada- 
nía uruguaya es inteligente; derrotó una dictadura y a sus pane- 
giristas. Todos los que utilicen esos métodos recibirán la mis- 
ma reprimenda cívica y ciudadana. 


En cuanto a las obras de la Intendencia, ellas hablan por sí 
mismas. Si se quiere efectuar un campeonato de pozos, los 
desafío abiertamente a comparar la intendencia del Partido Co- 
lorado, a cargo del señor Elizalde, con la del señor Tabaré 
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Vázquez. ¡Si los árbitros son del infierno, van a ganar ustedes! 
La Intendencia Municipal de Montevideo invirtió en tres años 
y medio U$S 85:000.000 en la repavimentación de las calles 
de Montevideo. En el año 1992, se repararon 630.000 metros 
cuadrados de calles, cifra record en la última década. 


En lo que tiene que ver con el alumbrado público, puedo 
decir que se mantiene encendido el 78% de las 61.000 lumina- 
rias existentes en Montevideo. 


Con relación a la opinión de los ciudadanos, considero que 
lo que importa es su opinión y no la de los legisladores. Esto es 
lo que el Frente Amplio ha planteado, si existen discrepancias, 
consultemos a la ciudadanía -¿qué temor hay?- ya que es, 
según se dice, la que sufre, pero, de acuerdo con las encuestas, 
apoya a la Intendencia del señor Tabaré Vázquez. 


Para culminar, señor presidente, deseo manifestar que con- 
sidero que en estos casos la democracia necesita un diálogo 
constructivo, demostrando con hechos si existen elementos ne- 
gativos, ya que los positivos se demuestran con obras. 


Creo en mi país y en la ciudadanía montevideana. Por lo 
tanto, cuanto más ataquen con este estilo, reitero, más se levan- 
ta a la Intendencia. 


Muchas gracias al señor presidente y a las alusiones formu- 
ladas. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor, pero antes de que haga uso de su derecho, quiero decirle, 
al señor legislador Lev, que si la referencia a que los árbitros se 
encuentran en el infierno tiene relación con la actuación de 
esta Mesa, ella no cree que por dirigir o escuchar desde aquí 
los debates merezca el infierno, sino que, en realidad, puede 
ser que haga méritos para llegar al cielo. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Simplemente pido un minuto 
para responderle al señor legislador Lev, no con relación al 
tema del cielo y el infierno, sino en lo que tiene que ver con el 
campeonato de pozos. En nombre del Partido Colorado -me 
atrevo a afirmarlo- desde ya me adelanto como perdedor, por- 
que si se comparan, señor presidente, las calles de esta Admi- 
nistración frenteamplista con las de mi partido desde el año 
1985 al año 1990, podremos comprobar que ellos nos llevan 
varios miles de pozos “average”. 
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No alcanza con el voluntarismo político; no alcanza con 
decir que nos comemos a los niños crudos en la campaña elec- 
toral porque, como decíamos el otro día, luego viene la dura 
realidad que está en profundo contraste, nada más y nada me- 
nos, con la imaginación que a veces se puede desplegar en 
materia política, 


Finalmente, deseo señalar un aspecto muy importante en 
este tema, en el sentido de que cuando no se destinan los 
recursos genuinos que la Intendencia Municipal obtiene de los 
contribuyentes montevideanos -en virtud de la aplicación de 
tasas y de tributos- para la realización de obras y el mejora- 
miento de los servicios, ocurre lo que está enfrentando ahora la 
comuna capitalina. Precisamente, el subsidio del boleto no sir- 
vió absolutamente para nada, porque en lugar de rebajarse un 
40% -y discúlpeseme que sca tan “machacón”- subió, en térmi- 
nos reales, un 12%. En realidad, en este país y a los montevi- 
deanos, fundamentalmente, les ha pasado algo muy particular y 
que nunca antes se había dado. Digo esto, ya que la incidencia 
que en la canasta familiar han tenido siempre, en términos 
bajísimos, los tributos y tasas municipales, ahora no es tan así, 
porque afectan hasta la calidad de vida de los montevideanos 
pues hay que retacearle recursos a la alimentación, a la vesti- 
menta y a tantas otras cosas más. Esto es así, porque los im- 
puestos municipales muerden fuertemente el bolsillo de los 
contribuyentes. Señalo esto, simplemente, para no olvidarnos 
de estos hechos y, a tales efectos, ha solicitado esta interrup- 
ción de apenas un minuto y algunos segundos al señor legisla- 
dor Amorín Supparo. 


Con respecto a las encuestas, cabe señalar que existen 10 ó 
12 circulando. Incluso, se habla de un juicio político al señor 
intendente municipal. En ese sentido, quiero significar que esc 
juicio lo vamos a tener el último domingo de noviembre de 
1994 y lo va a hacer la ciudadanía. Sin duda, esa encuesta será 
irrcbatible porque los números han ido cayendo año a año, mes 
a mes y ya estamos en la recta final cuando sólo le restan 13 
meses de gobierno. No debemos olvidar que cl pucblo monte- 
videano no es tonto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
de orden para que se cierre la lista de oradores, firmada por los 
señores legisladores Ricaldoni, Barrios Anza, Luis Alberto He- 
ber, Lateulade y Blanco. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-13 en 76. Afirmativa. 


No está prohibido que alguno de los anotados para hacer 
uso de la palabra se borre de la lista de oradores. 


Tiene la palabra el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Señor presidente: luego de 
escuchar las distintas intervenciones que ejemplifican un nuevo 
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capítulo de la teoría teológica, a la que podríamos llamar teolo- 
gía histriónica, voy a retomar el centro temático que nos con- 
voca. 


Cabe recordar que, coincidentemente con el tratamiento de 
este tema en el seno de esta Asamblea General, los ministros 
del Tribunal de Cuentas están respondiendo a las indagato- 
rias -para las que fueron citados- del juez. En realidad no sé 
qué artículo del Código Penal se les podría aplicar pero, de 
acuerdo con la naturaleza de las acusaciones, pienso que ven- 
dría al caso el número 236 de dicho Código. Precisamente, en 
él se dice que el funcionario público que ejerciendo un acto de 
su función hiciere un documento falso o alterare un documento 
verdadero, será castigado con tres a diez años de penitenciaría. 
Ese es el trámite que se realiza en la justicia, bajo denuncia de 
la mayoría de la Junta Departamental de Montevideo. Sin em- 
bargo, la misma corporación política que hace la acusación que 
se tramita ante la justicia, en este Poder Legislativo asume una 
propuesta y una moción como informe de minoría que, en su 
numeral 2%, establece algo muy importante en el sentido de que 
la evidente alteración documental relacionada con la fecha del 
informe de auditoría en cuestión, explicada por el Tribunal de 
Cuentas en el Parlamento, permite descartar la existencia del 
hecho delictivo. De modo que se da en este caso una real 
situación fuertemente llamativa porque se tramita una acción 
ante la justicia penal por acusación de una corporación política 
que, por vía legislativa, se adelanta a proponer a la Asamblea 
General una declaratoria por la que se exime de culpabilidad 
criminal, tal como fuera acusado el Tribunal de Cuentas. Por lo 
tanto, cuando un señor legislador hace uso de la palabra sobre 
el tema y analiza la propuesta de la minoría -en la que se 
declara que la explicación brindada por los acusados en el 
Poder Legislativo a jucio de ellos satisface y elimina la hipóte- 
sis de culpabilidad crimina!- razona si no sería bueno que man- 
daran una nota a la justicia explicando que según su racionali- 
dad a este nivel parlamentario... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor legislador, pero 
hay solo 45 señores representantes en sala. 


Llámese a sala durante un minuto. 
(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede continuar el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Personalmente, acepto la 
sinceridad de que luego del trámite parlamentario se reconozca 
que no hay delito en la conducta de los ministros del Tribunal 
de Cuentas. Sin embargo, cabe preguntarse qué actuación tu- 
vieron éstos para merecer la acusación de que fueron objeto. 
Por lo tanto, responden a una intervención que solicita el parti- 
do político que responde a la mayoría de la Junta Departamen- 
tal de Montevideo para que investigue la legalidad de la actua- 
ción del gobierno departamental de Montevideo. En virtud de 
ello, se le pide al Tribunal de Cuentas que dictamine sobre la 
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legalidad de los gastos y de los pagos efectuados a la empresa 
privada COOPTROL, así como si se ha cumplido con la ley 
N” 16.170. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe señor orador, hay sólo 
15 senadores y 49 representantes presentes. 


Llámese a sala. 
(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede continuar el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Como decía, la Junta De- 
partamental le solicita al órgano de contralor de gestión finan- 
ciera, la intervención preventiva de gastos. De su actuación, 
emite un informe expresando que se ha comprobado que, al 
momento de efectuar cada desembolso, los cajeros pagadores 
de la Intendencia Municipal toman nota al dorso de cada orden 
de pago, del número y de.la fecha de vigencia de los certifica- 
dos del Banco de Previsión Social así como de la Dirección 
General Impositiva, que le fueran presentados por los represen- 
tantes de las empresas beneficiarias. No obstante, la aparición 
de enmendaduras y raspaduras en las constancias referidas y la 
inexistencia de fotocopias simples o autenticadas de los certifi- 
cados originales presentados, no permitieron evaluar la confia- 
bilidad del control llevado a cabo. La primera conclusión del 
Tribunal de Cuentas es que los cajeros de la Intendencia Muni- 
cipal de Montevideo, que deben poner al dorso los datos, en- 
mendaban, sin escribano público, no salvaban la enmendadura, 
raspaban o, sencillamente, no sacaban fotocopias, ni simples ni 
autenticadas. ¿Qué hacían? Pagaban a una persona, represen- 
tante de una empresa privada. 


Cuando el Tribunal de Cuentas pide explicaciones al Banco 
de Previsión Social, éste le comunica que no se expidieron 
certificados a COOPTROL, porque esa empresa hacía 26 me- 
ses que no pagaba al organismo. 


A esta altura, se advierte claramente la gravedad de los 
hechos y uno puede darse cuenta que hay un clima muy serio 
que también afecta notoriamente la cristalinidad administrati- 
va. Si COOPTROL no podía obtener certificados del Banco de 
Previsión Social y de la Dirección General Impositiva, ¿contra 
qué documento pagaban los cajeros de la Intendencia Munici- 
pal? ¿Quién es el titular del ordenamiento del gasto? Segura- 
mente no es el que firma la habilitación para pagar, porque no 
es el ordenador del gasto. En la mayoría de los casos no existía 
ordenamiento de los gastos. ¿Qué contraargumenta la Adminis- 
tración de Montevideo a todo esto? Simplemente, que había un 
ordenamiento global para efectuar los pagos y los gastos. Por lo 
tanto, a juicio de la Administración frenteamplista de Montevi- 
deo... 


(Campana de orden) 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa lamenta tener que inte- 
rrumpir nuevamente al señor legislador, pero hay 14 señores 
senadores y 49 señores representantes, en sala. No es posible 
sesionar de esta manera, ya que o se está presente en sala o no. 
De lo contrario, se levantará la sesión. Por lo tanto, la Presi- 
dencia solicita que se llame a sala. 


(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede proseguir el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Señor presidente: nunca 
he tenido una intervención discursiva tan alterada en sentido 
ontológico como ésta, pero trataré de mantener la continuidad 
de mi razonamiento. 


Entonces, de la Intendencia Municipal de Montevideo salía 
dinero para empresas privadas, sin documentación legal que lo 
habilitase o con enmendaduras en ella, sin ordenamiento del 
gasto, porque era global, o con la firma de alguien, que gene- 
ralmente era el director de tránsito y que no estaba habilitado 
para esa tarea, tal como lo dice muy bien el Tribunal de Cuen- 
tas en su informe. Pero, ¿cómo se responde ante la afirmación 
del Tribunal de Cuentas en el sentido de que a pesar de que 
COOPTROL no había pagado durante 26 meses, por lo que no 
tenía certificados, sin embargo, se le abonó de todas maneras 
Acusando a los miembros del Tribunal de Cuentas ante la 
justicia y requiriendo el trámite del artículo 209 de la Constitu- 
ción a la Asamblea General. La seriedad de la medida, la 
desmesura de la postura adoptada me están señalando la grave- 
dad de las afirmaciones del Tribunal de Cuentas. La empresa 
COTSUR tampoco había pago, al igual que COOPTROL y, sin 
embargo, cobraba. Me pregunto si a esa administración no le 
llama la atención el aceptar la propuesta de formar una Comi- 
sión Administradora para investigar la verdad de esa situación. 
Cómo es posible sostener que se es cristalino en una Adminis- 
tración, cuando no se puede presentar la opinión fundada de los 
representantes del pueblo de Montevideo diciendo: ¡es falsa la 
afirmación del Tribunal de Cuentas! También se podría haber 
manifestado que existió un error porque faltaba un dato, luego 
ese dato se pudo haber brindado y, finalmente, se convocaría a 
Una nueva auditoría. 


¿Qué se hizo durante todo el año 1991? Se niega a formar 
la Comisión Investigadora. Sin embargo, estoy seguro que se 
investigó de modo informal y se descubrió la veracidad de las 
afirmaciones del Tribunal de Cuentas. Me pregunto por qué no 
hubo expulsados, o eliminación de directores, como en la otra 
oportunidad. Porque la medida de la sanción era tan grave que 
hubiera ilustrado... 


(Campana de orden) 
SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa lamenta interrumpir nue- 
vamente al señor legislador. Se solicita llamar a sala porque 


sólo están presentes 49 señores representantes. 


(Entran a sala varios señores representantes) 


9 de Noviembre de 1993 


-Puede proseguir el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - COOPTROL cobra todos 
los meses, y el último certificado de COTSUR es del 24 de 
abril de 1990, con vigencia de noventa días. Sólo podían cobrar 
tres veces y lo hacían treinta veces. Se presenta un certificado 
al cajero, éste lo paga y luego, el Tribunal de Cuentas verifica 
que ese documento, contra el que cobraron cifras millonarias, 
es el N” 39.510 de CAYCOTSUR, que es una cooperativa, lo 
que no tiene nada que ver como justificación del documento. 


Entonces, uno puede decir, vamos a obtener fa lista de los 
destinatarios de esos millones de dólares -se puede hablar de 
cuarenta o sesenta millones, según escuché decir al señor legis- 
lador García Pintos- que englobaban la política del subsidio al 
boleto. No escuché ninguna intervención contraria que aportara 
la cantidad exacta de lo que se ha utilizado. Obviamente, la 
lista de destinatarios es muy importante. Si se la solicita a la 
Intendencia Municipal, ésta dice que no la tiene y en el Banco 
de Previsión Social se dice que hasta el 1? de junio de 1991, el 
único contralor de emisiones del mostrador de este organismo 
era un cuaderno en el cual se anotaba el número de ese certifi- 
cado. Por lo tanto, no había destinatarios ni manera de saber 
algo más. Ante la gravedad de los hechos, el Banco de Previ- 
sión Social lleva a cabo una denuncia penal. Esto es así porque 
se trata del dinero de los contribuyentes uruguayos, es dinero 
público. 


Tomo el ejemplo del Banco de Previsión Social que hace 
una denuncia para investigar. ¿Qué hace el gobierno de Monte- 
video ante esto? Acusa ante la policía y la justicia a los miem- 
bros del Tribunal de Cuentas que están descubriendo estos he- 
chos. Si bien ahora están arrepentidos de haber hecho la acusa- 
ción, ya está hecha y en trámite. No sé qué vigencia tiene para 
el tipo de delito que no ha sido configurado en la denuncia, la 
posible retractación del denunciante. Quizá algún penalista que 
se encuentre en sala podría decir si este hecho tiene algo que 
ver, pero aunque no tenga esa oportunidad, en esa clase de 
ilícito, de todas maneras sería conveniente una nota que dijera 
que se ha descubierto que no hubo culpabilidad criminal. Esto 
no estaría de más, para evitar zozobras a los altos miembros del 
Tribunal de Cuentas. De todos modos, existe una denuncia del 
Banco de Previsión Social. Tenemos en nuestro poder una co- 
pia del Certificado N* 1.720 de COOPTROL que tenía vigencia 
de 90 días aunque se exhibió y se cobró 14 veces, Cabe pre- 
guntarse qué dijo la Comisión Investigadora de la Intendencia 
sobre este punto. En realidad, no pudo expresarse porque ni 
siquiera se formó. Asimismo, el Certificado N” 0439/91 6 439/91 6 
439 -debo confesar que no está muy clara la numeración- se 
exhibió en 21 oportunidades y se cobró idéntica cantidad de 
veces. Incluso, en 4 ocasiones se le cambió el vencimiento que, 
en principio, caducaba a los 90 días por lo que sólo servía para 
cobrar 3 veces y, reitero, se lo hizo en 21. ¿Qué dijo el gobier- 
no frenteamplista ante esto? Acusa a los ministros y sostiene 
que son malos funcionarios porque fueron nombrados por los 
Partidos Nacional y Colorado. Indudablemente, se trata de un 
argumento totalmente fuera de contexto en esta temática tan 
seria, 
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En consecuencia, se han constatado claras irregularida- 
des, no obstante lo cual he sentido en reiteradas oportunida- 
des -tanto en el día de hoy como en sesiones anteriores- que el 
Tribunal de Cuentas nunca había elevado un observación. A mi 
juicio, basta con la observación culminante que finaliza en 
1993, pero que se arrastra desde marzo de 1991, en virtud de 
que 4 veces se responde de manera distinta acerca del destino 
dado a los N$ 13.000:000.000. Sobre el particular, en una oca- 
sión se afirmó que era para comprar ómnibus, en otra se dijo 
que era para pagar la caída del boleto, en otra se adujo que era 
para subsidiar a las cooperativas e, incluso, existió un doble 
informe sobre el mismo tema en un solo día. Destaco que esto 
figura en los anexos que nos envió el Tribunal de Cuentas. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpe, señor legislador, pero 
la Presidencia se ve en la obligación de informar que en sala 
hay solamente 15 senadores y 48 representantes, por lo que no 
hay quórum para sesionar, 


Llámese a sala. 
(Entran a sala varios señores legisladores) 
-Puede continuar el señor legislador Amorín Supparo. 


SEÑOR AMORIN SUPPARO. - La propia mayoría de la 
Junta Departamental le pregunta al Tribunal de Cuentas si pue- 
de actualizar la transferencia de los dineros públicos a COOP- 
TROL durante todo ese período. Dicho órgano de contralor . 
efectuó el informe correspondiente del que surge que desde 
febrero de 1990 a diciembre de 1991 se transfirieron a COOP- 
TROL N$ 2.319:000.000, que según las distintas actualiza- 
ciones que nos han hecho nuestros asesores, oscilaría entre 
U$S 800.000 y U$S 900.000. Reitero, esta cifra corresponde 
solamente a la transferencia que se hizo a COOPTROL. Evi- 
dentemente, cabría preguntarse cómo se le otorgó casi U$S 
1:000.000 a una empresa privada de la que jamás podría co- 
brarlos; no tenía legalidad para el cobro y su situación de efec- 
tividad por el costo era notablemente la más elevada de todas 
las cooperativas de transporte. ¿Cómo se calcula la asistencia 
del literal C) de la Resolución N” 132bis/90 para pagarle a las 
empresas? Se torna el costo unitario de CUCTSA que es el 
más bajo y eficiente- y luego se les da las partidas por la 
expansión negativa del costo a las demás empresas. En tal 
sentido, destaco que cuando el costo de producción del boleto para 
CUCTSA era de $ 200 para COOPTROL era de $ 430 0 $ 440. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Discujpe, señor legislador, pero 
hay tan sólo 47 representantes en sala. 


Llámese a sala. 


(Dialogados) 
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-Evidentemente, no es serio considerar un tema de esta DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
forma, pero ello no es responsabilidad de la Presidencia que Presidente 


tiene la obligación de cumplir con el Reglamento. 
Dr. Juan Harán Urioste 


4) SELEVANTA LA SESION Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretarios 
SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo número, se levanta 
la sesión. 
Sra. Alba E, Rubio Cuadrado 
(Es la hora 20 y 16 minutos) Directora General del Cuerpo de Taquígrafos del Senado 
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